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PRÓLOGO A LA EDICIÓN DE 1987

			La publicación de este Curso de Derecho diplomático y consular pretende cubrir una laguna en el actual espectro bibliográfico español del Derecho internacional, en el que no existen obras generales que traten, desde un planteamiento unitario, la regulación jurídica de las instituciones diplomática y consular, ya que las más recientes son, en Derecho diplomático, el Derecho diplomático de José SEBASTIÁN DE ERICE, de 1954, y, en Derecho consular, El Derecho consular internacional, de Jaime ABRISQUETA, de 1974; el período inmediato a la codificación básica de 1961 (relaciones diplomáticas) y de 1963 (relaciones consulares) quedó cubierto gracias a las traducciones de la obra de Philippe CAHIER Derecho diplomático contemporáneo, hecha, en 1965, por J. V. Torrente, M. Oreja y J. González Campos, con anotaciones de doctrina y práctica españolas, y de la obra de Adolfo MARESCA Las relaciones consulares, hecha, en 1974, por H. Morales.

			Por otra parte, la decisión de llevar a cabo la redacción del Curso responde a una doble razón: en primer lugar, proveer a los alumnos que siguen cursos de Derecho diplomático y consular, principalmente en la licenciatura de la Universidad española, de un instrumento de apoyo a las exposiciones orales; en segundo lugar, a un autocompromiso académico y social, en tanto no existen, hasta el momento, otros profesores universitarios de esta asignatura.

			Con este Curso no se hace más que recoger, en tono de manual, el proyecto del Profesor POCH de realizar un «Tratado» de Derecho diplomático y consular. El Curso se desarrollará a través de la «Parte general» que ahora se publica, de una parte de «Derecho diplomático» y de otra, última, de «Derecho consular».

			En esta «Parte general» —en la que se incorporan los textos codificadores, de necesaria consulta— se plantea el enfoque global y unitario de la regulación jurídica diplomática y consular, a través del encuadre de las relaciones diplomáticas y consulares en un mismo ámbito de las relaciones internacionales, en cuanto responden a unas mismas notas que las identifican como las relaciones oficiales y formales, dentro del grupo de las relaciones interestatales. A través, en segundo lugar, de la existencia de unos presupuestos comunes para el establecimiento tanto de las relaciones diplomáticas como de las consulares. Y, en tercer lugar, a través de las características de sus fuentes y de sus normas, que dan al Derecho diplomático y consular una especificidad individualizadora dentro del conjunto del Derecho internacional.

			No estimo vano ni intempestivo el intento de exponer de modo sistemático el contenido, o, cuando menos, el contenido sustancial, del Derecho diplomático y consular actual, a pesar de las críticas adversas que, como en toda época, se hacen tanto a la diplomacia como a la institución consular. La realidad es que ambas existen desde los más antiguos tiempos de la humanidad y han sabido adaptarse a cada momento histórico, mostrando, así, su utilidad hasta el presente. En la actualidad, la exigencia y búsqueda de unas relaciones más intensas y amistosas entre los Estados, que posibiliten y desarrollen la cooperación internacional y que a la vez, y por ello, alejen una confrontación bélica que sería desastrosa para toda la humanidad, potencian, sin duda, las acciones diplomática y consular en cuanto medios cualificados de los Estados para procurar e instrumentar el acercamiento entre los pueblos.

			La actividad diplomática se despliega hoy de una manera incesante y simultánea a través de las diferentes formas de diplomacia ad hoc, tanto en las relaciones bilaterales: diplomacia directa y misiones especiales, como en las multilaterales: diplomacia de conferencia y diplomacia parlamentaria. La diplomacia permanente, particularmente criticada, sigue manteniendo su valor y ampliando su red, pues, aunque haya perdido el protagonismo del pasado, se ha potenciado el valor de su función de observación e información y su utilidad para preparar debidamente el momento oportuno de las acciones de la diplomacia ad hoc y procurar su eficacia.

			La institución consular sigue siendo básica como órgano para la atención de los connacionales ante las autoridades locales del Estado receptor y para acercarles la acción de la administración de su Estado y el propio ordenamiento jurídico. Se revela, además, idónea para fomentar eficazmente, a través de distintos campos de cooperación, el conocimiento entre los pueblos, debido al, en general, reducido ámbito territorial de su acción y a su incardinación en la vida ordinaria de la población.

			La validez de las instituciones diplomática y consular se refleja, asimismo, en el hecho de que los Estados hayan considerado conveniente proceder a la codificación de las normas que las regulan, mostrando así, a la vez, el reconocimiento de ser normas asentadas y de aplicación general, lo que también implica la persistencia y utilidad de tales instituciones.

			La codificación del Derecho diplomático (que incluye el consular) es, además, particularmente significativa, tanto por su amplitud —Convenio de 1961 sobre relaciones diplomáticas, de 1963 sobre relaciones consulares, de 1969 sobre las misiones especiales, de 1973 sobre prevención y castigo de delitos contra personas internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomáticos, y de 1975 sobre la representación de los Estados en sus relaciones con las organizaciones internacionales de carácter universal— como porque los Convenios básicos de 1961 y de 1963 son, con mucho, los que cuentan con mayor número de Estados parte, prácticamente toda la comunidad internacional en el de 1961.

			El Derecho diplomático y consular, a pesar del aumento de violaciones graves desde los últimos años sesenta, se mantiene en un elevado grado de aplicación y efectividad, si se tiene en cuenta el amplio haz de relaciones diplomáticas y consulares existente en el mundo de hoy, que da lugar a la producción de constantes acciones diplomáticas y consulares que, sin sobresaltos ni controversias transcendentes, se rigen por este «cuerpo jurídico» que goza, además, de un propio sistema de garantías, como ha reconocido la Corte Internacional de Justicia. Aun en el caso de violaciones graves, los Estados exigen el respeto del Derecho y asumen, cuando así resulte, su responsabilidad jurídico-internacional; y aunque algunos Estados, en estas ocasiones, se declaren a favor de la revisión del Derecho vigente, la realidad es que en ningún caso se llegaron a hacer propuestas en firme y ninguno denunció los convenios codificadores.

			Este panorama anima, sin duda, a la tarea de presentar el modo de ser de la regulación jurídica de estas viejas y siempre renovadas instituciones diplomática y consular que, utilizadas correcta y sabiamente, tanto pueden contribuir al desarrollo, a la amistad entre los pueblos y a la paz mundial.

			Para terminar no puedo menos que reconocer aquí que este Curso, que ahora comienza su andadura, es el resultado de un trabajo contrastado con los profesores y alumnos del Departamento de Estudios Internacionales, en la Facultad de Ciencias Políticas y Sociología de la Universidad Complutense, y que llegó a ser posible gracias a todas aquellas personas que a lo largo de los años incidieron en mi formación jurídica. Mi especial agradecimiento a mis Maestros los Profesores D. Antonio POCH y GUTIÉRREZ DE CAVIEDES y D. Antonio TRUYOL SERRA. Al Profesor Manuel PÉREZ GONZÁLEZ, con quien en todo momento he podido discutir numerosos temas, también mi agradecimiento.

			A José VILARIÑO DE ANDRÉS-MORENO, que me introdujo en el estudio y práctica del derecho, mi permanente memoria.

			EDUARDO VILARIÑO PINTOS

			Madrid, julio de 1987

		

	
		
			
			
NOTA A LA EDICIÓN DE 2003

			Muchos años, demasiados, sin duda, separan la edición de 1987 del Curso de Derecho Diplomático y Consular —que abarcaba la Parte General— de la presente, en la que se revisa y actualiza la de entonces e incluye, además, la parte de Derecho Diplomático, cuya exposición se centra en la diplomacia permanente.

			Por el contrario, el Anexo documental, que se incorporaba en la edición de 1987, ha sido suprimido por razones de edición y teniendo en cuenta que los convenios vigentes que en él se incluían pueden consultarse en cualquier colección de textos de Derecho Internacional.

			De este Curso espero que la nueva edición pueda resultar un instrumento útil para quienes —cualquiera que sea el motivo— acudan al mismo. ¡Ojalá! sirva a tales personas —y grande sería su éxito— para reflexionar sobre la necesidad de negociar siempre y constantemente, como recomendaba Richelieu, y potenciar, así, el ejercicio de la diplomacia en su carácter prospectivo y sistemático y, por ende, preventivo; de modo que junto a cualquier otro medio pacífico, y potenciándose el papel de las Naciones Unidas, nunca más llegue a producirse una situación mundial, como la que existe al escribir esta Nota, de uso unilateral de la fuerza de forma ilícita e ilegítima, en violación de los principios fundamentales y normas básicas del derecho internacional vigente.

			Desde la edición anterior, respecto a las obras generales de la doctrina española, hay que señalar, particularmente, la publicación, en 1993, de una edición revisada y actualizada del Derecho Consular. Guía práctica de los consulados de España, de José TORROBA SACRISTÁN, a cargo de Juan Torroba Gómez-Acebo, cuya primera edición había aparecido en 1927.

			Como han pasado tantos años, también se ha incrementado el número de personas a quienes debo expresar mi agradecimiento por sus informaciones y observaciones para la redacción del Curso. Así, además de reiterarlo a las personas mencionadas en el Prólogo a la edición de 1987, he de hacerlo ahora a todos los profesores del Área de Derecho Internacional y Relaciones Internacionales de la Universidad de Santiago de Compostela, eficientemente coordinada por el Profesor Jorge PUEYO LOSA, en la que, desde hace tantos años, vengo desarrollando, también, mi actividad docente; e, igualmente, a los Embajadores de España Gabriel CAÑADAS NOUVILLAS y Ramón VILLANUEVA ETCHEVERRÍA, y a los Ministros Plenipotenciarios Manuel GÓMEZ DE VALENZUELA y Antonio VIÑAL CASAS.

			E.V. P.

			Madrid, abril de 2003

		

	
		
			
			
NOTA A LA EDICIÓN DE 2007

			Con esta edición, en la que se agrega la parte específica de derecho consular, se completa el proyectado Curso de Derecho Diplomático y Consular, como instrumento básico para el estudio de esta disciplina. Espero que su contenido no defraude en demasía a quienes acudan a él y les sirva como guía para estudios detenidos sobre aspectos particulares de la misma.

			El Curso de Derecho Diplomático y Consular queda así integrado por tres grandes Partes: «Parte General», «Derecho Diplomático» y «Derecho Consular», y redactados sobre las manifestaciones básicas de la diplomacia y de la institución consular. Esta última Parte dedicada al derecho consular presenta un particular interés para cualquier ciudadano que se encuentre en el extranjero, pues es la oficina consular la que tiene encomendadas las funciones que un nacional del Estado enviante puede necesitar que sean ejercidas a su favor en sus estancias en otro Estado, bien sea como transeúnte, bien sea como residente.

			Quiero en esta edición, pues no lo hice anteriormente, manifestar mi agradecimiento a los alumnos del «Curso de Estudios Internacionales» y posteriormente del «Master en Diplomacia y Relaciones Internacionales» de la Escuela Diplomática, que desde hace tantos años han enriquecido mis conocimientos con sus intervenciones, de manera especial a los alumnos extranjeros.

			E.V. P.

			Madrid, julio de 2007

		

	
		
			
			
NOTA A LA EDICIÓN DE 2016

			En esta nueva edición se ha tenido que hacer una revisión profunda y trabajosa del Curso debido a la publicación, desde la anterior de 2011, de un buen número de disposiciones internas que inciden directamente en diversos aspectos básicos del Derecho Diplomático y Consular. En particular hay que mencionar, por una parte, la Ley 2/2014, de la Acción y el Servicio Exterior del Estado, la Ley 25/2014, de Tratados y otros Acuerdos Internacionales y la Ley Orgánica 16/2015, sobre privilegios e inmunidades de los Estados extranjeros, las Organizaciones Internacionales con sede u oficina en España y las Conferencias y Reuniones internacionales celebradas en España; y por otra, la Ley 20/2011, del Registro Civil y la Ley 14/2014, de Navegación Marítima; todas ellas, además, llevaron a cabo importantes derogaciones legislativas. También, ha habido un buen número de modificaciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. En el ámbito de la Unión Europea es de destacar la puesta en marcha del Servicio Europeo de Acción Exterior.

			En otro orden de cosas, he de decir que este Curso de Derecho Diplomático y Consular ya no camina sólo en la bibliografía española y hay que dar la bienvenida a la obra del Embajador de España José Antonio YTURRIAGA BARBERÁN, Los órganos del Estado para las relaciones exteriores. Compendio de Derecho Diplomático y Consular, Madrid, 2015.

			Por último, como el agradecer nunca es excesivo, cierro esta Nota con mi agradecimiento a Xaquín ABEIJÓN NÚÑEZ, Capitán de Marina Mercante, por sus informaciones y aclaraciones para esta edición, respecto a las funciones consulares en materia de navegación marítima; subsano además, que tenía que haber dado las gracias, en la edición de 2003, al Profesor JUAN GÓMEZ CASTAÑEDA, Catedrático de Economía Aplicada (Hacienda Pública), por sus explicaciones y comentarios en materia de inmunidad fiscal.

			E.V. P.

			Madrid, mayo de 2016
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			EL ÁMBITO DE REGULACIÓN DEL DERECHO DIPLOMÁTICO Y CONSULAR Y LOS PRESUPUESTOS DE LAS RELACIONES DIPLOMÁTICAS Y CONSULARES

		

	
		
			CAPÍTULO I

			
EL ÁMBITO DE REGULACIÓN DEL DERECHO DIPLOMÁTICO Y CONSULAR

			Para un estudio correcto del concepto del derecho diplomático y consular, no se puede prescindir, en una consideración previa, del examen del ámbito sociológico concreto en que tal regulación jurídica va a producirse. Ese ámbito no es otro que el de las relaciones diplomáticas y consulares, que, a su vez, es necesario situarlo en el totum que constituyen las relaciones internacionales determinando el porqué de su tratamiento conjunto. Además, en segundo lugar, dentro ya de las relaciones diplomáticas y consulares, habrá que proceder a fijar las analogías, diferencias y coordinación que puedan existir entre ambos aspectos de tales relaciones.

			
I. LAS RELACIONES DIPLOMÁTICAS Y CONSULARES EN EL MARCO DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES

			En el estado actual del estudio de las relaciones internacionales se acepta, de una manera generalizada, que por relaciones internacionales ha de entenderse todo el conjunto de relaciones de diversa índole que rebasan las fronteras territoriales o los ámbitos competenciales de los entes jurídico-internacionales constituyendo un entrelazamiento de relaciones que CHEVALLIER denomina «complejo relacional internacional», lo que, en definitiva utilizando palabras de MERLE, puede denominarse la «vida internacional». En este sentido, siguiendo a TRUYOL, las relaciones internacionales pueden definirse como «aquellas relaciones entre individuos y colectividades humanas que en su génesis y su eficacia no se agotan en el seno de una comunidad diferenciada y considerada como un todo, que fundamentalmente (pero no exclusivamente) es la comunidad política o Estado, sino que trascienden sus límites».

			En consecuencia, las relaciones internacionales, como muestra la realidad fáctica y de conformidad con los principales planteamientos doctrinales, comprenden dos grandes tipos o formas de relaciones: las relaciones interestatales y las relaciones transnacionales, distinción que es calificada de esencial por REUTER y COMBACAU. Las relaciones interestatales abarcan aquellas relaciones que los Estados o mejor los sujetos de derecho internacional, establecen a través de sus órganos. Las relaciones transnacionales son, por el contrario, las que llevan a cabo entre sí individuos o grupos —entendiendo como tales cualquier tipo de entes que no sean sujetos de derecho internacional— de distinta nacionalidad e incluso Estados u otros sujetos de derecho internacional cuando se relacionan como entes privados, con individuos o grupos extranjeros, o no sometidos a su autoridad.

			De este modo, serán relaciones interestatales, desde luego, las relaciones diplomáticas y las consulares, y las relaciones bélicas, pero también los contactos y reuniones entre los diversos órganos y funcionarios de la administración de los Estados, así como su participación en organismos de interés común, e, incluso se han calificado como tales, las relaciones entre Estados actuando como entes privados, bien directamente, bien a través de entes o empresas públicas. Las relaciones transnacionales son, en cambio, por lo que se ha dicho, numerosísimas y de muy distinto contenido; así, un matrimonio entre dos personas de distinta nacionalidad o un contrato comercial entre empresas de diferentes países, o las relaciones entre organizaciones deportivas, científicas, artísticas, humanitarias o religiosas de distintos ámbitos estatales, bien directamente entre ellas, bien dentro de una federación internacional de las mismas, o, en fin, un contrato entre un Estado y una empresa extranjera.

			En cualquier caso, aún es válida la observación de REUTER y COMBACAU, que tanto en las relaciones interestatales como en las transnacionales, el Estado sigue ocupando una posicion central en las relaciones internacionales, en tanto que, por una parte, es, a través de sus órganos, el verdadero instrumento de las relaciones interestatales y, por otra parte, es el regulador, en tanto que el Estado establece las normas para el ejercicio por los particulares de las libertades indispensables para mantener esas relaciones, determinando sus condiciones y límites, de modo que están obligados, en la práctica, a recurrir a sus instituciones y a su sistema jurídico. Cabría añadir hoy día, en cierta medida, el papel que desempeñan, en determinados ámbitos y circunstancias, otros sujetos de derecho internacional, particularmente las organizaciones internacionales.

			Con esto, sin embargo, no se pretende devaluar la importancia cuantitativa ni cualitativa y, en consecuencia, la transcendencia de las relaciones transnacionales en las relaciones internacionales, toda vez que no se puede desconocer el hecho de que las relaciones transnacionales se desarrollan paralela e independientemente de las relaciones interestatales, incluso influyendo y hasta haciendo depender de ellas la actuación exterior del Estado y el propio ordenamiento jurídico en los sectores afectados, bien conduciendo a su modificación, bien a una regulación ex novo necesaria para regir o, al menos, incidir en las nuevas realidades creadas a las que el Estado no puede, como principio, dejar de atender; pero, y precisamente, por ello, en el totum de las relaciones internacionales, el Estado sigue siendo un elemento no sólo definitorio, en cuanto que la internacionalidad, en el sentido corriente del término, implica la existencia de dos o más Estados o, si se quiere, de dos o más entes políticos o sujetos de derecho internacional a los que de alguna forma los demás actores de las relaciones internacionales se encuentran vinculados, sino también eje, ya que el Estado ha de ser el que, atento al conjunto de las relaciones internacionales, facilite (o no), en cada momento, la adecuación de la propia sociedad nacional a la manera de ser de la sociedad internacional, lo que, a la vez, le servirá para proyectar, en su caso, con mayor eficacia su acción exterior en las relaciones internacionales y, por ende, en la sociedad internacional. Por otra parte, tampoco se puede desconocer que aquellas relaciones transnacionales que afecten a las relaciones, entre los Estados, o mejor que hagan actuar a éstos en un determinado sentido, o tomar una actitud determinada, adquieren mayor relieve e importancia que cuando así no ocurre, aunque no dejen de afectar al modo de ser de las relaciones internacionales. El Estado, en definitiva, no agota, desde luego, las relaciones internacionales, pero sigue siendo un elemento fundamental en la sociedad internacional y, en última instancia, es el actor que puede llegar a la toma de decisiones de mayor transcendencia para la misma, independientemente del grado de capacidad de decisión de buen número de Estados, frente a otros actores de las relaciones internacionales, y de que la decisión tomada sea realmente libre o impuesta o condicionada, igualmente, por otros actores. Se pueden, por tanto, asumir las palabras de REUTER y COMBACAU al concluir el examen de las relaciones transnacionales, cuando dicen «que es muy difícil a las relaciones transnacionales situarse en un universo jurídico totalmente independiente del derecho de los Estados».

			Esta presencia y protagonismo del Estado en la realidad actual de la sociedad internacional hace que la democratización de la misma no vaya a ser fácil, por no estar los demás actores de las relaciones internacionales, pese a su importancia y variedad, en un plano de igualdad con el Estado y de ahí que aun los autores con concepciones más amplias y democratizadoras sobre las relaciones internacionales no lleguen a evitar en sus definiciones una referencia directa o indirecta al Estado; así MESA, dirá que su visión de las Relaciones Internacionales «abarca un complejo relacional en el que tienen cabida todos los grupos sociales o individuales cuyos intereses o cuya vocación les hacen salir del límite nacional y desarrollar o completar sus actuaciones en el marco internacional» (las cursivas son añadidas), y además manifestará que esa democratización es aún lejana, al menos «mientras esta sociedad permanezca dividida y enfrentada» y que el camino iniciado «no es precisamente el más adecuado para tal democratización»; y podría añadirse que justamente la división y enfrentamiento están causados fundamentalmente por el especial protagonismo de los Estados, en este caso, claro está, negativamente utilizado. Para tal democratización, es preciso, como observa ARENAL, partir de la compleja realidad del sistema internacional «no para afianzar el sistema imperante, sino introduciendo la noción de cambio social»; de ahí que adopte una definición abierta de relaciones internacionales como aquellas «entre individuos y colectividades humanas que configuran y afectan a la sociedad internacional en cuanto tal» y propugne una elaboración de las relaciones internacionales tomando como eje a la persona en cuanto miembro de la sociedad internacional y no de un Estado.

			De la referencia hecha más arriba al contenido de las relaciones interestatales se desprende la existencia de dos grandes grupos de manifestaciones concretas de las mismas, unas bélicas y otras pacíficas. Dejando aparte las bélicas, en el amplio sentido de uso de la fuerza, que no serán objeto de consideración, dentro de las pacíficas habrán de incluirse, sin embargo, aquellos momentos o situaciones de tensión o de clara controversia, incluso proclives a una apertura de hostilidades, que si bien darán lugar a diversas actitudes o actuaciones de protesta o a un enfriamiento o congelación de las relaciones, también, por el contrario, llevarán a buscar pacíficamente una solución.

			Estas relaciones interestatales pacíficas presentan las características de la consensualidad y de la flexibilidad de formas de consentimiento. Así, los Estados no están obligados a establecer ningún tipo de relaciones con otro Estado, y tampoco es necesario, en principio, que se produzcan por un acuerdo formal escrito. Por otra parte, estas relaciones pueden ser de simple yuxtaposición, que representa un minimum de relación que los Estados han de mantener aunque deseen ignorarse, como pueden ser las relativas a la delimitación de fronteras, aprovechamiento de ríos internacionales, espacios no apropiables o regulación de frecuencias radioeléctricas; en segundo lugar, pueden ser relaciones de verdadera colaboración a fin de intensificar los intercambios, el conocimiento y la amistad o para atender intereses comunes. Por último, los Estados, para llevar a cabo sus relaciones, utilizan bien órganos propios de distinta condición y competencias que se establecen con carácter permanente en otro Estado o sólo se desplazan a él temporalmente, o bien instituyen órganos comunes internacionales para aquellos asuntos de interés común particular o general.

			Dentro de las relaciones interestatales ocupan un lugar de primera importancia las relaciones diplomáticas y consulares, principalmente las primeras, en cuanto que significan, como se verá más adelante, las relaciones entre sujetos de derecho internacional en su calidad de tales y a través de órganos que les representan en la generalidad de sus relaciones internacionales como entes independientes. Proscrita jurídicamente la guerra como instrumento de actuación de los Estados, que era el otro tipo de relaciones interestatales de mayor importancia, porque también los ejércitos en acción bélica representan al Estado en su condición de tal, las relaciones diplomáticas refuerzan, sin duda, su condición de ser las principales de las relaciones interestatales. De ahí que, independientemente de las teorías estatalistas de las relaciones internacionales, las relaciones diplomáticas, particularmente desde la aparición de la diplomacia permanente, hayan sido durante mucho tiempo confundidas con las relaciones internacionales, porque, como señala MERLE, la red diplomática servía a la vez de instrumento de enlace para la negociación y de circuito de información. En cualquier caso, se puede decir que las relaciones diplomáticas y consulares «desempeñan un papel irreemplazable en las relaciones, internacionales», como reconoce GONIDEC con referencia a los agentes diplomáticos y consulares, y que su existencia puede ser indispensable para la aplicación de ciertos tratados, como queda de manifiesto en el artículo 63 del Convenio de Viena de 1969, sobre el derecho de los tratados.

			Pero tanto las relaciones diplomáticas como las consulares se individualizan respecto a las demás relaciones interestatales —aparte de ser relaciones pacíficas en contraposición a las bélicas— porque se configuran y constituyen como las relaciones oficiales y formales de los Estados u otros sujetos de derecho internacional, a través de unos órganos específicos propios para las relaciones exteriores de los mismos (órganos centrales de las relaciones exteriores; u órganos externos de las mismas, como son las misiones diplomáticas permanentes o temporales y las oficinas consulares), que actúan en nombre del Estado y a él le es imputada su actuación. Se diferencian así de otras relaciones interestatales pacíficas, como las relaciones entre otros órganos del Estado, en que, aunque éstas puedan ser oficiales, salvo que a estos órganos se le otorgue la condición de diplomáticos, no comprometen con su actuación al Estado, y en este sentido cabría decirse que no son formales. También, a diferencia de las demás relaciones interestatales, que se realizan dentro de una absoluta libertad de forma, las relaciones diplomáticas y consulares necesitan, para su establecimiento, un acuerdo formal recíproco, que, eso sí, puede ser específico o resultar implícitamente de otros acuerdos, como, por ejemplo, de los acuerdos sobre establecimiento de las misiones diplomáticas o de las oficinas consulares; o incluirse en acuerdos de paz y amistad, de comercio y navegación, etc.

			
II. ANALOGÍAS, DIFERENCIAS Y COORDINACIÓN ENTRE LAS RELACIONES DIPLOMÁTICAS Y LAS CONSULARES

			Conforme con lo expuesto, la consideración conjunta de las relaciones diplomáticas y las consulares no es, por tanto, caprichosa, sino que tiene lugar por responder genéricamente a unas mismas particularidades, no sólo en el ámbito general de las relaciones internacionales, sino también en el concreto de las relaciones interestatales, de modo que, frente a las demás relaciones posibles, presentan perfiles comunes que les son exclusivamente propios y diferenciadores. Pero además las relaciones diplomáticas y las consulares no sólo se muestran unidas por un perfil externo común, sino, como no podía ser de otra manera, por presentar, en su forma de ser, caracteres análogos. A la vez, sin embargo, y sin afectar a ese perfil externo común en tanto relaciones internacionales, entre las relaciones diplomáticas y las consulares existen diferencias en función de su distinta razón de ser y actividades a desarrollar. En fin, entre ambas relaciones se encuentran, también, manifestaciones de coordinación, tendentes a conseguir una mejor acción exterior del Estado.

			A) Ante todo, las relaciones diplomáticas y consulares van a establecerse y llevarse a cabo por decisión y del modo que sea dispuesto por aquel órgano al que el derecho interno de cada sujeto de derecho internacional encomiende la dirección de su política y relaciones exteriores; y, desde luego, los órganos externos de estas relaciones exteriores (misiones diplomáticas y oficinas consulares) seguirán las instrucciones de un mismo departamento ministerial —el de relaciones exteriores— en el que, además, esos órganos se encuentran integrados, formando parte de su estructura, así como el personal de los mismos en su condición de tal, independientemente de su pertenencia a una u otra carrera profesional en el Estado de cuya misión diplomática u oficina consular forman parte.

			Siguiendo a MARESCA pueden establecerse las siguientes analogías entre las relaciones diplomáticas y consulares:

			a) Las relaciones diplomáticas como las consulares son un sistema de relaciones internacionales en tanto que se establecen entre sujetos de derecho internacional, con base en un acuerdo entre éstos y que están regidos por el derecho internacional.

			b) El establecimiento de relaciones diplomáticas como de las consulares crea un conjunto de obligaciones, de facultades y de posibilidades que son otras tantas situaciones jurídicas subjetivas de derecho internacional.

			c) Ambas relaciones presuponen, por tanto, que los entes entre los que se establecen sean idóneos para ser destinatarios de las normas que prevén y atribuyen tales obligaciones, facultades y posibilidades: es decir, que posean personalidad de derecho internacional, pero que además gocen de derecho de legación y de derecho de consulado, esto es, de la capacidad de enviar y de recibir misiones diplomáticas y oficinas consulares, que no necesariamente ni exclusivamente posee todo sujeto de derecho internacional.

			d) Asimismo, unas y otras relaciones no podrán establecerse originariamente más que entre Estados que recíprocamente se reconozcan y que también reconozcan sus gobiernos, que han de ser quienes manifiesten su intención de mantener relaciones de cooperación.

			e) Las relaciones diplomáticas y consulares se desarrollan gracias a órganos de carácter permanente (si bien las primeras pueden tener lugar, también, a través de órganos temporales, ad hoc) en el doble aspecto individual (tradicional): los agentes diplomáticos y los funcionarios consulares, y el institucional (moderno): las misiones diplomáticas y las oficinas consulares que preexisten y subsisten al nombramiento y cese de tales agentes y funcionarios.

			f) Las normas que regulan las relaciones diplomáticas y las consulares prevén para sus órganos una condición jurídica particular consistente en un conjunto de tratos de naturaleza varia —inmunidades, privilegios, prerrogativas y facilidades diversas— que constituyen el status diplomático y el consular, que encuentra su justificación en los principios paralelos ne impediatur legatio y ne impediatur officium, respectivamente.

			B) Junto a las analogías, las relaciones diplomáticas y las consulares presentan diferencias que es necesario señalar para su mejor delimitación y comprensión.

			Si se tiene en cuenta la actividad que han de desarrollar los órganos de unas y otras relaciones, aunque en ambos casos tienen por finalidad, de manera general, establecer lazos permanentes entre los sujetos que entran en relación, existe, sin embargo, una diferencia esencial, según GONIDEC entre los agentes diplomáticos y los funcionarios consulares y es que «los diplomáticos representan jurídicamente al Estado. Los cónsules, al contrario, no tienen más que funciones limitadas de carácter técnico que, por otra parte, solamente pueden ejercerse sobre una fracción del territorio del Estado receptor». Pero aun en el caso en que se considere que, genéricamente, tanto los cónsules como los agentes diplomáticos, son representantes del Estado que los envía, no se puede concluir que no existan diferencias entre ellos. Así ZOUREK, principal representante de la teoría del carácter representativo del cónsul, mantiene que hay diferencias considerables que separan a ambas categorías de representantes, derivadas de la distinta naturaleza de las dos actividades —diplomática y consular— y de sus distintas funciones; ello queda de manifiesto en tanto que el agente diplomático representa al Estado acreditante en la generalidad de las relaciones internacionales, respecto al Estado receptor, ante las autoridades centrales para las relaciones exteriores, mientras que el cónsul representa al Estado solamente en el cuadro de las funciones consulares, ejercidas ante las autoridades locales y normalmente dentro de los límites de una determinada porción del territorio del Estado receptor (circunscripción consular); además, como consecuencia de esta diferencia, son también distintos los modos de nombramiento de unos y otros representantes, así como el carácter de los documentos expedidos al efecto, particularmente en los casos de los jefes de una misión diplomática y de una oficina consular, es decir, las cartas credenciales y las cartas patentes, que tienen distinto contenido, destinatario y efectos, lo que acarrea, a la vez, las diferentes formas con que el Estado receptor puede poner fin al ejercicio de las funciones de los agentes diplomáticos y de los funcionarios consulares; por último, si bien los órganos institucionales misión diplomática y oficina consular gozan prácticamente del mismo status al menos sobre la base de los respectivos convenios de Viena sobre Relaciones Diplomáticas y sobre Relaciones Consulares, de 1961 y 1963, en cambio, sus miembros, agentes diplomáticos y funcionarios consulares, no disfrutan de los mismos privilegios e inmunidades, reduciéndose casi exclusivamente, en estos últimos, a los correspondientes al ejercicio de sus funciones. Por otra parte, mientras las relaciones diplomáticas pueden desarrollarse tanto por medio de órganos permanentes como ad hoc, las relaciones consulares sólo se producen por medio de órganos permanentes.

			Desde un planteamiento más genérico, cabe destacar, también con MARESCA, las siguientes diferencias entre las relaciones diplomáticas y las consulares:

			a) Las relaciones diplomáticas se rigen por el derecho internacional no sólo en lo que se refiere a los aspectos formales para su establecimiento, desarrollo y extinción, sino también en cuanto a su contenido mismo, y los actos que llevan a cabo los órganos para tales relaciones producen efectos jurídicos de derecho internacional. Por el contrario, las relaciones consulares aunque proceden de presupuestos imprescindibles de derecho internacional y están reguladas por este mismo derecho en todo su aspecto formal, su contenido es, en cambio, en general, de derecho interno y las funciones más características —salvo, principalmente, las de asistencia—, que realizan sus órganos corresponden a este ordenamiento, de modo que los actos más significativos llevados a cabo por ellos están destinados a producir sus efectos jurídicos en el derecho interno bien del Estado receptor, bien del enviante o en el ordenamiento interno de ambos Estados; y aunque muchas funciones consulares tienen relevancia internacional y la actividad del cónsul, en su conjunto, está dedicada a la cooperación internacional, el plano sobre el que se desarrollan las funciones consulares no es, regularmente, el del derecho internacional, sino el de los derechos internos.

			b) Por otra parte, mientras los actos que realizan los órganos diplomáticos —imputados por el derecho internacional al Estado acreditante como sujeto de tal ordenamiento— son principalmente declaraciones de voluntad, las manifestaciones funcionales de los órganos consulares —imputados por el mismo derecho internacional al Estado enviante— son, por el contrario, prevalentemente, meras actividades de derecho interno.

			c) En fin, mientras las relaciones diplomáticas pueden ser bilaterales y multilaterales, las consulares sólo pueden ser por su naturaleza y contenido, bilaterales.

			C) Por último, entre las relaciones diplomáticas y las consulares, existe una coordinación, interconexión o complementariedad, por encima de sus diferencias y como consecuencia de sus analogías. Así, cuando existen relaciones diplomáticas entre dos Estados con misión permanente establecida, ésta será el mejor medio para realizar todas las operaciones necesarias, en el plano internacional, encaminadas al establecimiento de relaciones consulares, o para llevar a cabo los procedimientos oportunos para el nombramiento de jefe de la oficina consular y de sus componentes —entre otras gestiones al respecto—, si estas relaciones ya existiesen. También, existiendo ambas relaciones, la misión diplomática del Estado enviante coordinará las diversas oficinas consulares que este Estado haya establecido en el mismo Estado receptor, sobre las que ejercerá también una primacía jerárquica —orgánica ya que no funcional— en tanto que la misión diplomática es quien representa en su generalidad al Estado acreditante en cuanto sujeto de derecho internacional, en el común Estado receptor; con este carácter, la misión diplomática, conforme a lo dispuesto en los artículos 11.2, 15.2 y 21 del Convenio de Viena de 1963, será quien, en principio, transmitirá al Estado receptor las cartas patentes de los jefes de las oficinas consulares de su país, así como la comunicación del nombre del jefe interino y la precedencia de los funcionarios consulares de tales oficinas y las modificaciones que al efecto se produzcan.

			Una manifestación más de esta coordinación viene dada por la posibilidad —en determinadas circunstancias y dentro de ciertos límites— de que entre los órganos diplomáticos y los consulares se produzca cierta «permeabilidad» funcional, es decir, que cada uno de ellos pueda ejercer funciones propias del otro; tal posibilidad está expresamente considerada por los citados convenios de Viena de 1961 y 1963 y por el Convenio de La Habana sobre agentes consulares de 1928, al reconocer el primero en su artículo 3.2 que ninguna disposición del mismo «se interpretará de modo que impida el ejercicio de funciones consulares por la misión diplomática» —y así es cada vez más frecuente la existencia en ellas de Secciones consulares— y, a la inversa, el artículo 17 del Convenio de 1963 y el 12 del de La Habana reconocen asimismo la posibilidad de cumplimiento de actos diplomáticos por funcionarios consulares, siempre que se den determinadas condiciones y con el consentimiento del Estado receptor, y el artículo 38.b) del de Viena, de 1963, admite, en la medida que lo permita el ordenamiento interno del Estado receptor, los usos o los tratados, que las oficinas consulares se dirijan a autoridades centrales de este Estado. La indicada «permeabilidad» se da no sólo en relación con los órganos institucionales, sino también respecto a los individuales; así, es igualmente posible el nombramiento de un agente diplomático como jefe interino de una oficina consular, en las circunstancias que establece el artículo 15.4 del Convenio de 1963, e incluso que una misma persona pueda reunir a la vez, debidamente acreditada, la condición de representante diplomático y la de funcionario consular, si así lo consiente el Estado receptor, tal como dispone el artículo 13 del Convenio de La Habana citado.

		

	
		
			CAPÍTULO II

			
LOS PRESUPUESTOS DE LAS RELACIONES DIPLOMÁTICAS Y CONSULARES

			
I. LOS PRESUPUESTOS FÁCTICOS

			Las relaciones diplomáticas o consulares representan, en última instancia, ya que no necesariamente de manera inmediata, una de las formas con que los sujetos de derecho internacional pueden responder a su deseo de proceder a cooperar entre sí, para satisfacer lo mejor posible sus intereses de todo orden, pero que en cualquier caso deben tender a la consecución de la paz mundial o a su mantenimiento a través de un orden cada vez más justo.

			Pero las acciones concretas de cooperación son llevadas a cabo como consecuencia de determinados hechos, situaciones o datos que motivan en cada caso a los sujetos interesados para actuar de manera adecuada a fin de establecer la forma más provechosa de realizar tal cooperación. En este sentido, esos hechos, situaciones o datos constituyen los presupuestos que podrían denominarse remotos o mediatos de la forma a través de la cual se pretende establecer la cooperación.

			En el caso de las relaciones diplomáticas o consulares esos presupuestos fácticos motivadores de la toma de decisión para establecerlas pueden ser de carácter político, sociológico o económico, bien aisladamente, bien concurrentemente, aun sin desconocer que tanto lo sociológico como lo económico presentan un indudable interés político.

			
A. POLÍTICOS


			En tal sentido, serían presupuestos políticos, es decir, presupuestos que responden a un interés político, entre otros: las razones que podrían denominarse de relación histórica, cualquiera que ésta haya sido (pertenencia de Estados a una anterior unidad política, o dependencia anterior de otro Estado o ente político o especiales relaciones históricamente existentes, etc.); la pertenencia a una misma área geográfica; la pertenencia a las mismas organizaciones internacionales regionales; la consecución de apoyos para la solución de problemas propios o para la propia política exterior, bien en el ámbito general de la sociedad internacional, bien en determinadas organizaciones internacionales; la similitud de regímenes políticos y de planteamientos ideológicos; razones de prestigio; también podrían incluirse razones religiosas, aunque éstas tengan una raíz o base sociológica. Si bien estos presupuestos fácticos pueden tenerse en cuenta tanto para las relaciones diplomáticas como para las consulares, sin duda representan un papel más importante respecto al establecimiento de relaciones diplomáticas.

			
B. SOCIOLÓGICOS


			Habría que incluir en éstos razones étnicas y culturales, que normalmente estarán en estrecha relación con las razones históricas antes señaladas entre los presupuestos políticos; pero muy particularmente la existencia de nacionales en el Estado con el que se pretende establecer relaciones, ya se trate de nacionales «establecidos» o «asentados», o de emigrantes en sentido estricto; incluso la existencia de un movimiento turístico considerable, o de nacionales en viajes de carácter económico. Todo ello, en cualquier caso, va a traducirse no ya en una suma de intereses privados, sino en un verdadero interés general —y en tal sentido político—, de modo que la atención a todas estas personas en forma de asistencia y protección y para posibilitarles la realización de determinados actos de conformidad con su propio derecho interno, son motivos de primera magnitud para establecer relaciones, aunque también diplomáticas, fundamentalmente, o cuando menos, consulares.

			
C. ECONÓMICOS


			Los motivos económicos son actualmente, como es bien sabido, una fuerte razón para el establecimiento tanto de relaciones diplomáticas como consulares. Entre ellos cabe destacar la existencia de un tráfico comercial considerable, o el simple deseo de explorar y conocer las posibilidades para abrir nuevos mercados; el establecimiento de empresas estatales en el otro Estado; la existencia de importantes empresas o actividades económicas o comerciales de los propios nacionales o la importancia económica derivada del trabajo de los emigrantes; o, en fin, también la existencia de un tráfico regular marítimo o aéreo, de buques o aeronaves de la nacionalidad del Estado que se plantea la apertura de relaciones diplomáticas o consulares. Como se indicó anteriormente, en este caso de los presupuestos económicos, aun cuando sean de carácter privado, su suma también se trasmuta en un interés general y, por tanto, político.

			En definitiva, no se puede olvidar que cualesquiera que sean los presupuestos fácticos señalados que motiven a un sujeto de derecho internacional a establecer relaciones diplomáticas y/o consulares con otros sujetos, la decisión para ello siempre será una decisión política.

			
II. LOS PRESUPUESTOS JURÍDICOS

			A diferencia de los presupuestos fácticos, los presupuestos jurídicos son una serie de requisitos o facultades que han de reunir aquellos entes que pretenden establecer relaciones diplomáticas o consulares de modo que si no, éstas no podrán ser tales; en este sentido, frente a los fácticos, los presupuestos jurídicos son próximos o inmediatos para el establecimiento de esas relaciones.

			
A. LA PERSONALIDAD JURÍDICO-INTERNACIONAL


			Para que puedan existir relaciones diplomáticas y consulares, es necesario, como requisito básico, que los entes que entran en relación tengan personalidad jurídico-internacional, ya que se trata de relaciones internacionales «interestatales», en el sentido en que este término ha de entenderse, como se ha indicado; de modo que, entre quienes no tengan tal personalidad o con quien no la tenga, podrán darse relaciones de cualquier otro tipo, pero nunca diplomáticas o consulares —al menos estas últimas en un sentido estricto, como se verá más adelante— y aunque esos entes sean actores, incluso influyentes, de las relaciones internacionales, puesto que, huelga decirlo, no todos los actores de las relaciones internacionales o, si se quiere, sujetos de estas relaciones, son sujetos de derecho internacional. Se ha de tratar, por tanto, de entes titulares de derechos y obligaciones de derecho internacional, que pueden reclamar conforme al mismo, cuya actuación ad extra entre ellos está regulada por este derecho internacional, e incluso ad intra puede verse limitada por ese mismo derecho. Es decir, las relaciones diplomáticas y consulares son relaciones entre sujetos de derecho internacional, que, sintéticamente, pueden definirse con VERDROSS como «aquellas personas cuyo comportamiento regula directamente el orden jurídico internacional».

			Aunque no se comparta la distinción entre persona y sujeto de derecho internacional, como defendieron SIOTTO PINTOR y matizadamente CAHIER, sí, en cambio, es un hecho que no se puede desconocer que existen distintos tipos de sujetos de derecho internacional que poseen, ejercen o asumen mayores o menores derechos u obligaciones; así, la doctrina ha hablado de sujetos normales y sujetos con competencia limitada, de miembros de pleno derecho y simples sujetos, de personas reales y personas aparentes, de sujetos activos y sujetos pasivos, de sujetos plenamente capaces y sujetos con capacidad limitada, de sujetos con capacidad jurídica y sujetos con capacidad de obrar, de sujetos independientes y sujetos dependientes, pero sin que en ningún caso signifique una distinción entre personalidad y subjetividad, términos que responden a la misma idea conceptual y se usan, por tanto, con el mismo sentido e indistintamente.

			Si bien, como manifiesta BARBERIS, «la calidad de sujeto no depende de la cantidad de derechos u obligaciones de que una entidad es titular», la personalidad jurídica internacional ha de responder, no obstante, a unos caracteres mínimos, aunque cada momento histórico incida en la peculiaridad y determinación de los entes a los que corresponde tal condición; con REUTER, esos caracteres pueden fijarse en la titularidad de derechos y obligaciones establecidos y sancionados directamente por el derecho internacional y que, para la Corte Internacional de Justicia, en su dictamen de 1949 sobre la Reparación por daños sufridos al servicio de las Naciones Unidas, son la capacidad para ser titular de derechos y deberes internacionales y para hacer valer sus derechos por vía de reclamación internacional; los sujetos se caracterizan, como señala GONZÁLEZ CAMPOS, «por estar dotados de capacidad suficiente para participar en el proceso de creación de las normas, así como en el plano de realización del Derecho frente a otros sujetos, de acuerdo con el Ordenamiento internacional». En consecuencia, sin dejar de tener personalidad jurídico-internacional, habrá que considerar como sujetos parciales a los entes que sólo sean titulares de determinados derechos u obligaciones, lo que reconoce la CIJ, en el mismo dictamen de 1949, al manifestar que «los sujetos de derecho, en un sistema jurídico, no son necesariamente idénticos en cuanto a su naturaleza o a la extensión de sus derechos; y su naturaleza depende de las necesidades de la comunidad». Tampoco cabe, por tanto —como observa BARBERIS—, acudir a un «tercer orden jurídico» distinto del derecho internacional y de los ordenamientos internos que regularía la situación de determinadas entidades particulares (p. e., Iglesia Católica, movimientos de liberación nacional).

			Con estas premisas, es necesario ocuparse ahora de cuáles son los sujetos de derecho internacional y en qué grado. A tal efecto, conviene todavía señalar, de nuevo con BARBERIS, que ni del derecho internacional positivo ni de la práctica internacional puede deducirse la existencia de normas que indiquen cuáles son los entes que poseen personalidad internacional, como tampoco las hay que confieran determinados derechos a todo sujeto; es decir, «el derecho sólo confiere personalidad a un ente atribuyéndole derechos o deberes, pero no diciendo que es un sujeto de derecho». Asimismo hay que tener, también, presente que inversamente a lo que ocurre en el derecho interno, el derecho internacional, dada la falta de un legislador central, no crea sus sujetos, sino que, al contrario, el derecho es creado por sus sujetos.

			A) Ante todo han de existir, por tanto, unos sujetos básicos creadores de este derecho, que, por tal razón, se denominan sujetos necesarios, originarios o primarios, también esenciales, y que desde luego tienen subjetividad internacional plena; éstos son los Estados, que pueden calificarse de sujetos per se del ordenamiento jurídico internacional en su calidad de sujetos soberanos, territoriales y dotados de organización propia; los demás son sujetos derivados cuya subjetividad debe ser demostrada. Sin embargo, esta clasificación, que si bien responde a un planteamiento doctrinal generalizado, debe ser matizada, en tanto que, por una parte, a la Santa Sede no parece que se le pueda negar, por razones históricas, su carácter de sujeto originario; y, por otra parte, respecto a las organizaciones internacionales, típicos sujetos derivados, no se exige a priori ser demostrada su subjetividad, al existir actualmente una presunción, fundada en la práctica general, a favor de su personalidad jurídica, aunque no se excluya, en situaciones concretas, la necesidad de indagar la concurrencia y entidad de las presuntas características de subjetividad. En cualquier caso, dado el preponderante y principal papel de los Estados en el ordenamiento jurídico internacional, sigue siendo suficiente y válida la clasificación tradicional en Estados y otros sujetos de derecho internacional distintos de los Estados; los Estados soberanos e independientes son así, en palabras de DÍEZ DE VELASCO, los sujetos-tipo del derecho internacional y de ahí que, con tanta frecuencia, se hable de Estado utilizándolo como sinónimo de sujeto de derecho internacional.

			B) Junto a los Estados soberanos e independientes hay otros Estados y entes con base territorial que poseen personalidad jurídico-internacional, aunque la misma sea parcial o limitada, o su actividad ad extra se encuentre en algún aspecto o de alguna forma mediatizada; sujetos que, por otra parte, aun dentro de los que pertenezcan a igual categoría, como Estados dependientes, pueden tener una dispar titularidad de derechos y obligaciones. Entre éstos cabe incluir a los Estados protegidos, los Estados vasallos y ciertos Estados federados, a los que habría que añadir otros entes territoriales particulares, como son los Mandatos «A», determinados territorios coloniales en el proceso final de independencia y hasta los territorios internacionalizados; en todos estos casos la específica subjetividad jurídico-internacional ha de estar reconocida por una norma de derecho internacional y sólo se extenderá a aquellos asuntos que caen dentro de la esfera de autonomía del titular. Situaciones similares, de sujetos limitados transitorios, serían los casos de los Estados vencidos administrados por Estados vencedores.

			C) Además de los Estados y de los entes territoriales próximos a ellos, dentro de los sujetos de derecho internacional distintos de los Estados, ocupa un lugar preferente la Santa Sede, que, por razones históricas, conserva su condición de sujeto en tanto miembro originario de la sociedad internacional y más aún, toda vez que el Papado era el primero en la sociedad jerarquizada de la Respublica Gentium Christianorum e incluso a él correspondía otorgar la condición, rango y orden de precedencia de los miembros de aquella sociedad. Después de la unidad italiana, con la consiguiente desaparición de los Estados Pontificios, la Santa Sede, como personificación jurídica de la Iglesia Católica, sigue siendo considerada como sujeto de derecho internacional con soberanía no-territorial, por la práctica primero, y por el derecho internacional después, en virtud de su soberanía espiritual, y porque sus relaciones con los demás sujetos se rigen directamente por el derecho internacional y no están sometidas a otro ordenamiento ni autoridad superior; esta subjetividad fue reconocida por la propia Ley italiana de Garantías de 13 de mayo de 1871, y quedó confirmada por el Tratado de Letrán de 11 de febrero de 1929, cuyo artículo 1 dispone que se crea un Estado de la Ciudad del Vaticano para «[…] asegurar a la Santa Sede la absoluta y visible independencia, garantizarle una soberanía indiscutible en el campo internacional […]»; del mismo modo la subjetividad es reconocida en los Concordatos suscritos con distintos Estados y, en general, por la gran mayoría de los Estados al mantener relaciones diplomáticas con la Santa Sede. Cosa distinta es la de la personalidad jurídica del Estado de la Ciudad del Vaticano, pues aunque su existencia está en función del adecuado ejercicio de la actividad de la Santa Sede, cualquiera que sea la relación entre uno y otra, parece que, en términos absolutos, no se puede negar hoy su condición de Estado y, en efecto, cierto número de Estados sólo reconocen al Papa en cuanto soberano del Estado de la Ciudad del Vaticano, lo que es aceptado por la Santa Sede; más aún, los últimos Papas incluso se han presentado en foros internacionales como soberanos temporales o también como tales, así Pablo VI en 1965 ante la Asamblea General de las Naciones Unidas, asumiría tal condición al manifestar que él no estaba investido más que de «una minúscula y cuasi simbólica soberanía temporal: el mínimo necesario para ejercer con libertad su misión espiritual y asegurar a aquellos que traten con él que es independiente de toda soberanía de este mundo». En fin, es evidente que en la práctica la Santa Sede participa activamente en la vida internacional y en la elaboración de normas internacionales, particularmente por su participación en las conferencias codificadoras y en organizaciones internacionales; asimismo, conviene resaltar, a efectos de la relación Santa Sede-Ciudad del Vaticano, que en los convenios multilaterales en que es parte, figura siempre como Santa Sede, incluso en aquellos cuyo ámbito de aplicación son exclusivamente los Estados, como ocurre, por ejemplo, en los Convenios sobre derecho de los tratados, sobre relaciones diplomáticas o sobre relaciones consulares.

			D) Dentro de los entes no estatales, poseen también subjetividad jurídico-internacional los beligerantes. Son beligerantes los rebeldes o sublevados que suficientemente organizados, con capacidad para asumir derechos y obligaciones jurídico-internacionales, logran, frente al gobierno constituido, controlar de manera efectiva una parte del territorio del Estado, siendo irrelevante para calificarlos como tales que tengan por finalidad el hacerse con el gobierno de la totalidad del Estado o el crear un nuevo Estado (secesión) sobre parte del territorio del antiguo Estado. Pueden ser reconocidos como beligerantes, bien por el gobierno central del propio Estado contra el que se levantan, bien por terceros Estados; aunque sin tal reconocimiento siempre deberán respetar las normas reguladoras del derecho internacional humanitario, cuyo cumplimiento les será exigible de conformidad con los respectivos artículos 2 de los cuatro Convenios de Ginebra de 1949, pero si el mismo se produce les serán entonces de aplicación la totalidad del ordenamiento jurídico internacional al haberse convertido ya en sujetos de derecho internacional y el poder mantener las relaciones internacionales que estimen convenientes con los Estados que les han reconocido. En cualquier caso la subjetividad de los beligerantes es limitada y provisional o transitoria, toda vez que o son derrotados o alcanzan sus objetivos del gobierno total del Estado o de consolidar la creación de un nuevo Estado.

			Figura cercana a la de los rebeldes y tradicionalmente estudiadas conjuntamente, es la de los insurrectos, pero esta figura, que se refiere a la sublevación en los buques contra el Gobierno del Estado, realizando a tal fin actos de guerra, no tiene en ningún caso, como aclara DÍEZ DE VELASCO, subjetividad jurídico-internacional, porque mientras no tengan un apoyo territorial no podrán ser reconocidos como beligerantes, y en este momento dejarán de ser insurrectos.

			E) Aunque con discrepancias en su consideración, gozan de subjetividad internacional los movimientos de liberación nacional, en cuanto constituyen la representación organizada de un pueblo en lucha, bien por la independencia de su territorio, bien por el gobierno de un Estado cuando tal pueblo es la población mayoritaria del mismo, o bien cuando la lucha es por la consecución de su territorio natal, o de origen, donde ese pueblo pueda establecerse como Estado; y, en todo caso, de conformidad con el significado del principio de la libre determinación de los pueblos, consagrado por la Carta de las Naciones Unidas. El reconocimiento de estos movimientos por la organización regional correspondiente —paso fundamental para su afirmación y consecución de apoyos— depende, por ello, de su representatividad; así, se hará más fácil cuando se trate de un movimiento único de todo un pueblo o claramente mayoritario o preponderante, que cuando se trate de varios con similar fuerza y representatividad; también influirá, para el reconocimiento, el grado de organización del movimiento, lo que en definitiva redunda en capacidad de representación y gestión en defensa de los intereses propios y para una acción efectiva y eficaz, pero en ningún caso será reconocido como tal un movimiento secesionista, fuera de las situaciones indicadas. El reconocimiento de los movimientos de liberación por la correspondiente organización política regional se ha convertido, en la práctica, en un requisito esencial para su acceso a las organizaciones internacionales universales, e implica asimismo, aunque se trate de un acto esencialmente político, el reconocimiento, ya de un modo claro, de la personalidad jurídica internacional del movimiento.

			F) Otros sujetos distintos de los Estados, y de especial relevancia en la vida internacional actual, son las organizaciones internacionales, entendiendo por ellas, las organizaciones intergubernamentales, es decir, aquellas creadas y compuestas por Estados —o fundamentalmente por Estados— en su condición de tales. Si bien los tratados constitutivos de organizaciones internacionales sólo excepcionalmente atribuyen de manera expresa la personalidad jurídica internacional a la organización que crean y cuanto más puede deducirse de ciertas disposiciones de los mismos; esta personalidad, tal como se indicó anteriormente, hoy día se presume, en principio, atribuida y es reconocida por la CIJ en el dictamen sobre Reparación por daños sufridos al servicio de las Naciones Unidas, toda vez que se trata de entes titulares de derechos y deberes internacionales y con capacidad para hacer valer sus derechos a través de una reclamación internacional. A diferencia de los Estados, las organizaciones internacionales son sujetos no territoriales y de carácter funcional, es decir, que su existencia tiene razón de ser en cuanto asuman las funciones para las que han sido creadas y para cuya consecución son dotadas de órganos adecuados para la formación de una voluntad propia. Las organizaciones son, por tanto, sujetos con capacidad jurídica parcial que variará según los fines propios de cada una, y, además, relativa, puesto que sus competencias afectan directamente sólo a los Estados miembros, necesitando ser reconocidas para poder mantener relaciones con otros sujetos de derecho internacional distintos de los Estados miembros.

			G) Finalmente, hay que mencionar a la Soberana Orden de Malta, que, con sede en Roma desde 1834, no ejerce ya dominio territorial alguno, al perder Malta en 1798. Su personalidad jurídica internacional está actualmente apoyada en que mantiene un ordenamiento jurídico propio —legislación, administración y jurisdicción— independiente de los demás sujetos de derecho internacional; sin embargo, su vinculación a la Santa Sede, en cuanto Orden religiosa, como se desprende de la Sentencia Cardenalicia de 24 de enero de 1953 hace dudosa tal personalidad como veremos a continuación. Además, respecto a las fuentes, el hecho de que son subsidiarias las leyes canónicas, como se dispone en el artículo 5 de la Carta Constitucional, de 1961, promulgada por Breve del Papa Juan XXIII —con la que se promulga conjuntamente el Código— reformada en 1997 —en la actualidad nuevamente en proceso de reforma— o al decir del artículo 13 que la elección del Gran Maestre se comunicará al Santo Padre antes de su toma de posesión, o cuando, en el artículo 15 se establece la competencia del Gran Maestre de ejecutar las actas de la Santa Sede que se refieran a la Orden; por otra parte, la exigencia de que el derecho interno necesite la aprobación papal, la obligación de obtener el beneplácito de la Santa Sede para la erección canónica de un Priorato, el hecho de que las causas de competencia del foro eclesiástico sean sometidas a los Tribunales eclesiásticos ordinarios, así como que las apelaciones contra sentencias de segundo grado de los Tribunales puedan presentarse ante el Tribunal de Casación del Estado de la Ciudad del Vaticano y que el proceso civil se rija por el Código Procesal Civil del Estado de la Ciudad del Vaticano, y teniendo en cuenta, por otra parte, que su participación en la creación del derecho internacional viene siendo reducida al ámbito del derecho humanitario. Todo ello debilita notablemente su condición de sujeto de derecho internacional que deviene muy discutible, y se puede decir que su personalidad sólo es aceptada por aquellos Estados que la reconocen como tal sujeto y mantienen relaciones con ella.

			
B. EL DERECHO DE LEGACIÓN Y EL DERECHO DE CONSULADO


			Presupuesto específicamente necesario para el establecimiento de relaciones diplomáticas o consulares es, como resulta evidente, la capacidad de los sujetos de derecho internacional de enviar a otro sujeto y recibir de él órganos diplomáticos o consulares, es decir, que tales sujetos sean titulares del derecho de legación (ius legationis), también llamado derecho de representación y derecho de embajada, o del derecho de consulado. La titularidad de estos derechos, a pesar de la denominación, no significa, en modo alguno, un verdadero y propio derecho subjetivo al que deba corresponder una obligación por parte de los otros sujetos, sino la facultad de enviar y recibir, esto es, que a ningún sujeto se le puede obligar a enviar órganos diplomáticos o consulares a otros, ni, inversamente, obligarle a recibirlos de otro sujeto, ahora bien, a aquellos sujetos que gocen de tales derechos no se les puede excluir del ejercicio de los mismos, aunque su realización, en cada caso concreto, implique un acuerdo entre los sujetos interesados; es decir, si se acepta la distinción entre derechos perfectos e imperfectos, los derechos de legación y de consulado serían derechos imperfectos. En cualquier caso, la terminología derecho de legación y derecho de consulado está acuñada y, aunque no se menciona en los Convenios codificadores, siguiendo los correspondientes proyectos de la Comisión de Derecho Internacional que rechazaron tal expresión, no ha dejado de ser utilizada en los debates habidos para su adopción; por otra parte, tampoco debe haber ningún inconveniente para mantenerla, ya que, como señala ZOUREK, responde al mismo sentido de la expresión «derechos fundamentales» o derecho a concluir tratados, a la que los autores recurren para señalar las prerrogativas soberanas de los Estados.

			Ambos derechos actualmente configurados por la doctrina como paralelos, sin embargo, han sido considerados anteriormente de forma distinta, pues el derecho de consulado se incluía en el derecho de legación y de representación, entendiéndose por derecho de legación la facultad de hacerse representar en el exterior por agentes diplomáticos y consulares.

			Es usual en la doctrina hablar de derecho de legación y de consulado activo y pasivo (ius activum e ius passivum) según se trate de la facultad de enviar o de recibir órganos diplomáticos o consulares, pero tal distinción no ha de entenderse como una división en dos derechos separados, sino como dos aspectos o caras del mismo derecho de legación o de consulado que son unitarios y como tales, aspecto activo y pasivo, deben ser denominados; es decir, que el sujeto que posea cualquiera de los derechos tiene facultad para enviar y recibir los órganos correspondientes, independientemente de que no la ejerza o la ejerza sólo en uno de los aspectos y, contrariamente, quien ejerza uno de éstos es que tiene derecho de legación o de consulado en su totalidad y podrá ejercer el otro aspecto, pero siempre, en cualquier caso, se tratará del ejercicio del derecho de legación o de consulado, porque los dos aspectos no impiden que cada uno de esos derechos sean únicos en su esencia y en su aplicación, o, si se prefiere, tales aspectos no son más que dos articulaciones de un mismo derecho para una misma finalidad. Ello significa, siguiendo a POCH que son derechos plenos en el sentido de que no hay derecho de legación o de consulado parcial, es decir, que o no los hay, o los hay in toto en cuanto se ejerzan en cualquiera de sus aspectos y, además, basta la existencia de una sola misión diplomática u oficina consular enviada o recibida para que haya que predicar de un sujeto la plena titularidad de esos derechos y, también, por otra parte, desde este momento los sujetos enviante y receptor serán titulares de todos los derechos y obligaciones que el derecho internacional establece en cuanto al status diplomático o consular.

			En consecuencia, hay que señalar que los sujetos no están obligados al ejercicio de ambos aspectos y tampoco se les puede exigir reciprocidad en el envío de una misión diplomática o de una oficina consular. Sin embargo, aunque no se puede obligar al ejercicio del derecho de legación o de consulado, y aun cuando en cualquier caso haya de hacerse por acuerdo, un sujeto que se niegue, de manera sistemática, a establecer relaciones diplomáticas o relaciones consulares con otros sujetos, tal actitud debe ser considerada, según ZOUREK, «como contraria a los principios fundamentales del derecho internacional y en particular a las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas» en cuanto que ésta impone a los Estados miembros la obligación jurídica de desarrollar entre las naciones relaciones amistosas y la de realizar la cooperación internacional, así como la obligación de resolver las controversias internacionales por medios pacíficos, objetivos que no se pueden alcanzar «de manera efectiva sin establecer misiones diplomáticas o consulares». Por estas razones, si no de obligación jurídica, puesto que no hay un derecho subjetivo, sí podría hablarse de una obligación política o social de ejercer el derecho de legación y el derecho de consulado por aquellos sujetos que lo posean. REICHLING dirá, tomando el derecho de legación en un sentido amplio, que éste se basa en el ius communicandi, en tanto principio fundamental del derecho de gentes que hace necesaria la existencia de un minimum de relaciones entre los sujetos de derecho internacional, aunque no signifique que cada sujeto tenga que tener relaciones con todos los demás.

			¿Quiénes gozan del derecho de legación y del derecho de consulado? Si bien, como principio, es una facultad propia de los sujetos de derecho internacional, no son los únicos que en la práctica —como se verá a continuación— han ejercido tal derecho, de modo que no es correcto concluir que quien tenga derecho de legación y/o de consulado es un sujeto de derecho internacional. En cuanto al derecho de consulado, si se parte de que las oficinas consulares junto con las misiones diplomáticas son los órganos externos para las relaciones exteriores oficiales y formales de los sujetos de derecho internacional que no tengan limitada su capacidad para tales relaciones, habrá que establecer, también como principio, que cuando exista el derecho general de enviar y recibir órganos diplomáticos, no podrá negarse el derecho de enviar y recibir órganos consulares. De todos modos se hace necesario determinar la situación de cada una de las personas jurídico-internacionales.

			A) Gozan del derecho de legación y del derecho de consulado los Estados soberanos e independientes, en cuanto sujetos principales del ordenamiento jurídico-internacional, de quienes se predican esos derechos como unos de sus «derechos fundamentales» y como consecuencia del ius repraesentationis omnimodo que poseen.

			B) Sólo excepcionalmente, si bien existe buen número de ejemplos, puede corresponder el derecho de legación y el de consulado a entes diversos sin subjetividad jurídíco-internacional o con ésta limitada que se podrían calificar, genéricamente, Estados dependientes (federados, protegidos, vasallos o miembros de uniones de Estados), cuando así les sea reconocido por el Estado del que dependan o formen parte y si otros sujetos aceptan, a través del debido acuerdo, establecer con ellos relaciones diplomáticas o consulares, o cuando por acuerdo multilateral se les otorguen tales derechos.

			Como ejemplos más destacados de Estados dependientes con derecho de legación y/o consulado, cabe mencionar: de los Imperios, Baviera en el Segundo Reich, con ambos derechos reconocidos; de los Estados federados, las Repúblicas soviéticas de Bielorrusia y Ucrania, con derecho de legación; de los Estados protegidos, Túnez, con ambos derechos y Transval, con derecho de consulado; de los Estados vasallos, Bulgaria, con ambos derechos y Moldavia, Valaquia y Serbia, con derecho de consulado; de las uniones de Estados, Noruega, que, en los últimos años de su unión con Suecia, ejerció el derecho de consulado; y dentro de la particular unión de Estados que es la Commonwealth, los Dominios, que fueron ganando derechos, así, después de la Primera Guerra Mundial gozaron del derecho de consulado y después de la Segunda, de ambos derechos. En las confederaciones, cada Estado confederado conserva, al menos nominalmente, el derecho de legación para tratar los asuntos que el pacto confederal no reserve al gobierno central.

			Junto a estos Estados dependientes, hay que referirse, también, a otros entes con base territorial, ya mencionados al hablar de la personalidad jurídico-internacional, se trata de los Mandatos «A», de los territorios internacionalizados y de otros territorios coloniales próximos a la independencia y con cierta autonomía; respecto a los dos primeros, no se conocen casos de ejercicio del derecho de legación ni del de consulado, pero en cuanto al tercero, es decir, territorios coloniales próximos a la independencia, hay que mencionar el caso de la Federación —de carácter económico, fundamentalmente— de Rodesia-Nyasalandia, que disfrutó de derecho de legación.

			Una situación particular que hay que considerar es la de los gobiernos legalmente constituidos que se expatrían en caso de guerra y se establecen en el territorio de otro Estado como gobiernos en el exilio cuando el enemigo ocupa su territorio; en estos casos el Estado representado por su gobierno legítimo mantiene el derecho de legación al menos, desde luego, en tanto duran las hostilidades, y muy probablemente aun terminadas éstas, mientras el gobierno sea el mismo que se ha exiliado, si bien en este caso, aunque siga siendo el gobierno reconocido, entrarán ya en aplicación otros elementos, como el principio de efectividad, para determinar el mantenimiento de tal derecho. Posiblemente también se mantendría el derecho de consulado, a pesar de la dificultad de su ejercicio.

			C) Con relación a los sujetos de derecho internacional distintos de los Estados, hay que considerar a la Santa Sede, que por las razones históricas señaladas y como sujeto originario, goza de derecho de legación que no dejó de ejercer en ningún momento en sus dos aspectos, ni siquiera en el período 1870 a 1929, y es parte en el Convenio de Viena de 1961 sobre Relaciones diplomáticas. En cuanto al derecho de consulado, éste fue ejercido por la Santa Sede durante la existencia de los Estados Pontificios y, aunque desde la desaparición de éstos no se ejerce, la Ley Fundamental de la Ciudad del Vaticano de 1929 que atribuye al Soberano Pontífice poder de representación ante los Estados extranjeros, legitima a la Sede Apostólica a atender ciertos intereses de naturaleza consular propios del Estado Vaticano y en tal sentido el Decreto de 15 de septiembre de 1951 de la Comisión Pontificia para el Estado de la Ciudad del Vaticano sobre navegación marítima bajo bandera del Estado Vaticano, dispone que el comandante de la nave está obligado, en cuanto le sea posible, a informar al representante de la Santa Sede en el puerto de arribo, de la llegada de la nave y de todo hecho relevante acontecido durante la navegación (Título 4, art. 16); este derecho de consulado sería sostenido en sus declaraciones por el delegado de la Santa Sede en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Relaciones Consulares y confirmado al ser la Santa Sede parte en el Convenio de 1963 sobre Relaciones consulares.

			D) Los beligerantes. Los rebeldes, cuando son reconocidos como beligerantes por otros sujetos de derecho internacional, gozan de derecho de legación que normalmente suelen ejercer a raíz del correspondiente reconocimiento, porque ello va a facilitar el eficaz apoyo a su causa. Aunque FERREIRA DE MELLO, siguiendo a F. de Martens, a Pradier-Fodéré y a Oppenheim, parece sostener que los beligerantes no gozan de derecho de legación y los casos contrarios son sólo excepcionales la realidad es que, salvo el reconocimiento con declaración de neutralidad, esas «excepciones» serían los casos más numerosos y significativos y que hacen posible la existencia de la beligerancia, cuyo reconocimiento se deberá, en muchos casos, al deseo de apoyar a los beligerantes; también hay que observar que incluso el reconocimiento con declaración de neutralidad será considerado muy probablemente como un acto inamistoso por el gobierno central, sobre todo cuando éste no reconoce la beligerancia —tal como suele ocurrir, al menos de modo expreso—, y, entonces, poco habrá conseguido el sujeto que reconoce con declaración de neutralidad, siendo mejor no reconocer la beligerancia de ninguna forma, si no se ha de apoyar a los beligerantes.

			Por las mismas razones nada impide el ejercicio del derecho de consulado por parte de los beligerantes respecto a los sujetos que les hayan reconocido y deseen establecer con ellos este tipo de relaciones.

			Hay que tener presente que, en todo caso, tanto el derecho de legación, como el de consulado, de los beligerantes, son provisionales o temporales, por ser ésta la condición de tales sujetos de derecho internacional, de modo que, en el caso que alcancen sus objetivos (consecución del gobierno central o constitución de un nuevo Estado) ya no se tratará del derecho de legación o consulado de beligerantes, sino de los de un Estado.

			E) Los movimientos de liberación nacional en cuanto reúnan las condiciones para la subjetividad, determinadas anteriormente, disfrutan de derecho de legación tal como muestra la práctica existente; ahora bien, sus misiones no siempre son tratadas como tales en sentido estricto, sino como misiones llamadas «paradiplomáticas», lo que depende del alcance que a su subjetividad le sea reconocido por cada uno de los demás sujetos que con ellos establecen relaciones, lo que varía, también, según el movimiento de liberación de que se trate. En cambio, por la particular subjetividad de estos entes, quizá, en principio, no disfruten del derecho de consulado, aunque nada se opondría a que les fuese reconocido a algunos de ellos, como a los que luchan por obtener un territorio propio y el pueblo al que representan se encuentra disperso por diferentes Estados.

			Situación distinta, que podría asimilarse a la de los gobiernos en el exilio, más arriba considerada, es la de los movimientos de liberación cuando declaran la constitución formal del Estado a cuyo gobierno o creación efectiva aspiran (como los casos de la República Árabe Saharaui Democrática o el Estado Palestino) y establecen un gobierno en el exilio como el legítimo de ese Estado mientras luchan por la conquista de su territorio; en estos casos los sujetos que reconozcan a tales Estado y gobierno y no simplemente al movimiento de liberación, tendrán que dar carácter de verdaderas misiones diplomáticas a los órganos representativos que se establezcan entre ambos, pues se trata ya, claramente, de relaciones con un sujeto pleno de derecho internacional.

			F) Las organizaciones internacionales. Si bien de su personalidad jurídico-internacional no puede deducirse, automáticamente, la titularidad del derecho de legación, la realidad de la práctica demuestra que las organizaciones internacionales que gozan de esa personalidad, poseen derecho de legación y no sólo para mantener relaciones entre ellas, necesarias según R. J. DUPUY porque no pueden vivir en un estado de ignorancia mutua en razón de su incidencia en la vida internacional, sino también porque, al menos las más recientes, tienen objetivos específicamente internacionales cuya consecución hace indispensable las relaciones con terceros Estados, de ahí que REICHLING manifieste que el derecho de legación de las organizaciones internacionales sea «una necesidad que resulta directamente de la existencia misma de estos organismos». Evidencia de este reconocimiento del derecho de legación se muestra en la elaboración y adopción del Convenio de Viena de 1975 sobre la representación de los Estados en sus relaciones con las organizaciones internacionales de carácter universal, y en la práctica generalizada de su ejercicio tanto por las organizaciones de ámbito universal como regional.

			El derecho de consulado, si bien no es ejercido por las organizaciones internacionales, no será inadecuado pensar que, al menos determinadas organizaciones en función de sus fines, culturales, científicos o económicos, y con posibilidad de abanderamiento de buques o aeronaves, puedan acordar el establecimiento de relaciones consulares con otros sujetos; por ejemplo, podrían ser de particular utilidad tales relaciones para la Autoridad de los Fondos Marinos, dadas sus competencias y la posibilidad de exploración y explotación de esos fondos a través de la Empresa.

			G) Por último, hay que hacer mención de la Soberana Orden de Malta, que, dentro de su discutible personalidad jurídico-internacional, de hecho ejerce el derecho de legación en ambos aspectos respecto a aquellos sujetos que le reconocen esa personalidad. En cuanto al derecho de consulado, dada la amplitud de las actuales funciones consulares, nada impediría su ejercicio en relación con esos mismos sujetos si así se acordase.

			
C. EL RECONOCIMIENTO


			Además de la personalidad jurídico-internacional y de los derechos de legación y de consulado, es presupuesto para el establecimiento de relaciones diplomáticas y consulares que los sujetos que desean establecerlas se hayan reconocido recíprocamente, y, entre Estados, se haya reconocido tanto al Estado como al gobierno. No se pretende tratar aquí, sin embargo, los múltiples aspectos que presenta el reconocimiento, sino su consideración en función de las relaciones diplomáticas y consulares.

			El reconocimiento puede referirse a diversidad de actos, hechos o situaciones, pero fundamentalmente está ligado en su origen y desarrollo a la existencia de los sujetos de derecho internacional. En principio puede decirse que el reconocimiento es aquel acto, normalmente unilateral (pero que puede ser bilateral y también colectivo), por el cual un sujeto de derecho internacional reconoce la existencia de otro sujeto, su gobierno o bien una situación específica con consecuencias de subjetividad, como la beligerancia.

			Sin el reconocimiento del sujeto de derecho internacional y, en su caso, de su gobierno, podrán establecerse ciertos tipos de relaciones, pero no diplomáticas ni, en términos estrictos que más adelante se indicarán, consulares; de ahí que el reconocimiento sea, como apunta BEREZOWSKI, «una actividad estatal que decide la existencia y la amplitud de las relaciones internacionales», cuya naturaleza jurídica es «indicar el conjunto de relaciones recíprocas de quienes se reconocen mutuamente, pero, al mismo tiempo, también, el conjunto de relaciones recíprocas regidas por reglas aceptadas como reglas de derecho». En consecuencia, se procederá o no a reconocer, en función del tipo de relaciones que un sujeto desee mantener con otro sujeto de derecho internacional, lo que significa que se trata, como señala CHAUMONT, de un «acuerdo singularizado» y de una «elección política» y, por ende, hay que concluir que es un acto discrecional; en efecto, ningún sujeto puede obligar a otro a entablar relaciones con él y por tanto, menos aún, aquellas que exijan reconocimiento, y no existe, claro está, norma alguna de derecho internacional que así lo establezca; son, en definitiva, criterios de política exterior y no normas jurídico-internacionales los que influyen en la decisión de reconocer o no. Desde esta perspectiva, que responde a lo que puede observarse en la realidad de la vida internacional, cabe concluir con POCH que el reconocimiento «no es más que el umbral de las relaciones formalizadas (estables) entre los Estados (y entre ellas las diplomáticas)», de modo que los Estados que quieran establecer esa clase de relaciones reconocen y los que no, no; quizá habría que matizar esta noción en dos puntos, por una parte, respecto a la aclaración de «estables» —si se han de entender, por ejemplo, a través de misiones diplomáticas permanentes—, puesto que también formas temporales de diplomacia, salvo excepciones, hacen necesario el reconocimiento y, por otra parte, sería más adecuado hablar de sujetos de derecho internacional, en lugar de Estados, si bien es cierto que éstos, en materia de reconocimiento, representan el papel más destacado.

			No obstante, por la doctrina se ha puesto de manifiesto, como BROWNLIE, que el no reconocimiento puede, en determinadas circunstancias, implicar que ciertos Estados se arriesguen jurídicamente si ignoran obligaciones básicas de las relaciones entre Estados y que, como observa FELDMAN, el «no reconocimiento de nuevos Estados independientes es incompatible con los nuevos principios del derecho internacional moderno», en tanto que alcanzan la independencia a través del ejercicio del derecho de autodeterminación de los pueblos.

			Los reconocimientos de Estados y de gobiernos son los que tienen particular interés, en el establecimiento de relaciones diplomáticas y consulares, por los especiales aspectos que se presentan. De una manera general define SALMON el reconocimiento de Estado como «un acto por el cual un Estado, al comprobar una situación de hecho o de derecho, admite que ella le es oponible»; más concretamente, VERHOEVEN y SEPÚLVEDA definen comparativamente el reconocimiento de Estados y de gobiernos: para VERHOEVEN «el reconocimiento de Estado se entiende tradicionalmente el reconocimiento otorgado al Estado “nuevo”, a la personalidad estatal que nace al orden jurídico internacional» mientras que el de gobierno es el reconocimiento del «órgano del Estado que ejerce efectivamente las obligaciones» y añade: «el reconocimiento de gobierno es en este sentido la prolongación natural del reconocimiento del Estado». SEPÚLVEDA dirá: «El reconocimiento de Estados es el acto por el cual las demás naciones miembros de la comunidad internacional se hacen sabedoras, para ciertos efectos, que ha surgido a la vida internacional un nuevo ente. El reconocimiento de gobiernos, por contra, es un acto por el cual se da la conformidad para continuar las relaciones habituales del intercambio con el nuevo régimen, cuando este nuevo régimen ha surgido de una manera diferente a la sucesión pacífica y normal de autoridades de un país, de modo diverso a la sucesión de gobiernos constitucionalmente establecida».

			De estas definiciones se desprende que para poder entablar relaciones diplomáticas y consulares, dado que son relaciones oficiales formales, se necesita, en primer lugar, no sólo el reconocimiento del Estado, sino también de su gobierno, cuya intervención se hace necesaria para que tales relaciones tengan lugar y se desarrollen. En segundo lugar y por otra parte, significa que el reconocimiento del Estado implica el reconocimiento del gobierno en ese momento en el poder, por lo que, con la decisión del reconocimiento del Estado, se cumplen los requisitos para el establecimiento de relaciones; a su vez, el reconocimiento del gobierno de un Estado no reconocido equivale al reconocimiento del Estado. Ahora bien, mientras el reconocimiento del Estado permanece, salvo que sea condicionado o desaparezca el propio Estado, por el contrario, el cambio del gobierno de manera no constitucional puede interrumpir las relaciones, cuando ese gobierno no es reconocido (doctrina Tobar), o cuando, en tales cambios, sin declaración sobre el reconocimiento, se produce la retirada de la misión diplomática (doctrina Estrada) o de las oficinas consulares, actitud ésta que, de suyo, no significa que se retire el reconocimiento, lo mismo que el reconocimiento de Estado o de gobierno no significa per se el establecimiento de relaciones; sin embargo, aun siendo esto cierto —porque el reconocimiento de Estado y de gobierno son actos distintos del establecimiento de relaciones diplomáticas o consulares— no se puede tampoco desconocer que en la práctica uno u otro reconocimiento suelen realizarse cuando se desea establecer esas relaciones, y aún más, en lugar de hacerse por declaración específica expresa, se lleva a cabo más frecuentemente en el mismo acuerdo por el que se establecen esas relaciones e incluso tácitamente por el hecho de llegarse a tal acuerdo. Se hace, por tanto, necesario abordar ahora el examen de las distintas situaciones que se pueden producir en esta «tensión» establecimiento o mantenimiento de relaciones diplomáticas o consulares y reconocimiento implícito, lo que, aunque con excepciones o situaciones dudosas, servirá igualmente para fijar el aserto, de principio, de la necesidad del reconocimiento para que puedan existir unas y otras relaciones. Conviene, para un mejor entendimiento, considerar por separado las relaciones diplomáticas y las consulares.

			a) En cuanto a las relaciones diplomáticas, si teóricamente y en principio es cierto y parece irrefutable la necesidad del reconocimiento, porque los órganos diplomáticos conllevan la representación de la generalidad de las relaciones del Estado acreditante ante los órganos homónimos del Estado receptor, la verdad es que en la práctica e incluso convencionalmente no es siempre así y de ahí que no siempre pueda deducirse el reconocimiento tácito por el hecho de la existencia de tales relaciones. En primer lugar, el envío o recepción de misiones especiales podrá producirse sin exigir ni implicar necesariamente el reconocimiento de Estado o gobierno; así ocurre en la práctica y también en tal sentido ha de entenderse el artículo 7 del Convenio de Nueva York de 1969 sobre las Misiones especiales, al establecer que para el envío y recepción de las mismas no será necesaria la existencia de relaciones diplomáticas o consulares, toda vez que —si bien no es lo mismo reconocimiento y existencia de relaciones diplomáticas— a efectos del Convenio, se identifica relaciones diplomáticas con existencia de misiones diplomáticas permanentes, y éstas sí implican el reconocimiento, más aún, generalmente son consecuencia inmediata e, incluso, la razón del reconocimiento; por otra parte, tal es la valoración que se desprende de los debates en la Asamblea General de las Naciones Unidas al discutirse el Proyecto de convenio, del que se suprimió, por considerarse ya innecesario, un segundo párrafo del artículo citado en el que expresamente se establecía que el envío o recepción de una misión especial no tendría por qué suponer el reconocimiento; también, expresamente, en materia de tratados, el Convenio de Viena de 1969, dispone, en su artículo 74, que «La ruptura o la ausencia de relaciones diplomáticas o consulares entre dos o más Estados no impedirá la celebración de tratados entre dichos Estados» y que «Tal celebración por sí misma no prejuzgará acerca de la situación de las relaciones diplomáticas o consulares». En segundo lugar, la práctica desmiente, aunque sea por vía de excepciones y en circunstancias particulares, el prius del reconocimiento (previo o implícito) en la forma de diplomacia directa, es decir, de visitas oficiales de órganos centrales de las relaciones exteriores, ya que caben manifestaciones en contrario o práctica subsiguiente que conducen a negar la existencia del reconocimiento; lo mismo se puede decir también respecto a determinadas relaciones con beligerantes. Hay que sostener, con todo y como principio, que el establecimiento de relaciones diplomáticas exige el reconocimiento previo, o supone el tácito, de Estado y gobierno o de otros entes jurídico-internacionales, siempre que se trate de verdaderas misiones diplomáticas y no de otras relaciones que aun siendo oficiales no sean diplomáticas, como, por ejemplo, no son diplomáticas las «misiones» de funcionarios enviados por su departamento ministerial o gobierno, sin condición de diplomáticos, ni, tampoco, aunque puedan ser permanentes, las «misiones» de «representantes personales» de jefes de Estado o de gobierno, que estrictamente ni siquiera serán oficiales; cabe decir lo mismo respecto del mantenimiento de relaciones diplomáticas, aunque en lo que respecta al reconocimiento de gobiernos, podría, quizá, considerarse, como advierte VERHOEVEN, que en algunas situaciones particulares tal mantenimiento no implica reconocimiento, como, por ejemplo, en una interpretación «fidelísima» de la doctrina Estrada, o en casos de «llamada a consulta» del jefe de misión o de la reducción de ésta limitando su funcionamiento a asuntos de trámite.

			Otras situaciones pueden afectar también al reconocimiento de Estados y de gobiernos: por una parte, el reconocimiento de beligerantes con establecimiento de relaciones diplomáticas resulta automáticamente incompatible con el reconocimiento del gobierno establecido y determina la extinción de la misión diplomática ante el mismo por la imposibilidad de considerar representativos a dos gobiernos y mantener dos misiones diplomáticas acreditadas ante un mismo Estado; por otra, el reconocimiento de beligerantes cuando aspiran no a convertirse en el gobierno del Estado existente, sino a constituir un nuevo Estado, por secesión, en la parte del territorio que controlan, no supondrá, en cambio, automáticamente la retirada del reconocimiento del Estado y del gobierno «viejos» y la ruptura de relaciones diplomáticas, sino que, al tratarse de dos Estados, ambos reconocimientos y el mantenimiento de las correspondientes relaciones son teóricamente compatibles, pero, obvio es decirlo, el reconocimiento del nuevo Estado en tanto dura la contienda, supone una toma de postura a su favor por el Estado que lo reconoce y éste, aunque así lo pretendiera, difícilmente va a poder mantener su representación en el Estado «viejo», para quien tal actitud será siempre considerada como una intromisión en asuntos internos y como acto inamistoso, procediendo, en consecuencia, a la ruptura de relaciones.

			En el ámbito de las relaciones multilaterales, dado que —siguiendo la ya clásica división de R. J. DUPUY— la sociedad actual es básicamente una sociedad relacional y no de integración, es doctrina y práctica común que la participación en unas mismas conferencias diplomáticas, o el ser parte en un mismo acuerdo multilateral, no significa ni exige el reconocimiento recíproco de todos los Estados o sus gobiernos (u otros sujetos) participantes, de ahí que la práctica frecuente de hacer declaraciones excluyendo el reconocimiento de determinado o determinados Estados (u otros sujetos) partes en un mismo tratado, no tenga en principio más valor que ad maiorem cautelam. En las organizaciones internacionales, la admisión de un Estado como miembro, o la sustitución de la representación de un Estado ya miembro por otro gobierno, que la organización considera más representativo, tampoco trae como consecuencia, salvo que otra cosa se disponga, el reconocimiento de tales Estados o gobiernos por cada uno de los demás miembros de la organización, y esto es así, incluso para aquellos Estados miembros que hayan votado a favor del ingreso del Estado peticionario, a lo más, se puede considerar que hay un reconocimiento parcial en cuanto a las relaciones mínimas que han de mantener entre sí en su calidad de miembros de la organización (como excepción cabe señalar la exigencia de reconocimiento de los demás miembros, para el ingreso en la Sociedad de Naciones, sobre cuya base se denegó la petición de Colombia que rechazaba el reconocimiento de Panamá que ya era Estado miembro). En conexión con estas relaciones multilaterales hay que tener en cuenta, también, que, respecto al Estado anfitrión —y así se recoge en el artículo 82 del Convenio de Viena de 1975 sobre la Representación de los Estados en sus relaciones con las organizaciones de carácter universal—, el hecho de estar instaladas en su territorio las misiones diplomáticas de los miembros u observadores de una organización internacional, o las delegaciones en uno de sus órganos o en una conferencia diplomática, no implica el reconocimiento del Estado o gobierno del Estado anfitrión por el Estado que envía, ni, viceversa, del Estado o gobierno que envía por el Estado anfitrión; del mismo modo, el no reconocimiento o la inexistencia de relaciones diplomáticas o consulares o la posterior ruptura de ellas entre ambos Estados, no afectará a los derechos y obligaciones de cada uno de ellos en lo que se refiere a esas representaciones ante las organizaciones o en órganos y conferencias.

			b) En cuanto a las relaciones consulares, los problemas que se plantean respecto al reconocimiento no reciben una respuesta uniforme por la doctrina, y la práctica presenta, en grado elevado, disparidad de soluciones. Sin embargo, se puede seguir admitiendo que, en principio, el establecimiento de relaciones consulares presume y, por tanto, necesita, el reconocimiento de Estado y de gobierno, toda vez que, entendidas de modo estricto, son relaciones oficiales y formales entre sujetos de derecho internacional regidas por el derecho internacional, llevadas a cabo a través de órganos y agentes públicos establecidos en el territorio de un Estado en el que, previa autorización, han de ejercer sus funciones sobre la base de un acuerdo recíproco. En efecto, así consideradas, los numerosos casos que sirven de apoyo a quienes mantienen la no necesidad del reconocimiento para establecer relaciones consulares —y que, en consecuencia, el establecerlas no implicaría el reconocimiento— son realmente casos de relaciones consulares aparentes, como en definitiva el propio VERHOEVEN, defensor de la no necesidad de reconocimiento, parece admitir, ya que se concretan en situaciones fácticas toleradas, no acordadas formalmente, bien sin provisión de cartas patentes, bien sin petición del exequatur o sin concesión del mismo. Sin embargo, no quiere esto decir que no haya excepciones y que se dé mayor número de situaciones particulares en las relaciones consulares que en las relaciones diplomáticas, lo cual, además, se comprende teniendo en cuenta el denominado carácter «técnico» de las relaciones consulares frente al «político» de representatividad de la generalidad del Estado que tienen las diplomáticas, pero desde luego tales particularidades no deberán servir de base para la defensa in genere de la no necesidad de reconocimiento para establecer relaciones consulares y que éstas no lleguen a significar el reconocimiento tácito de Estado o de gobierno; por ello, los Estados deberán actuar muy precisa y prudentemente, cuando del establecimiento o mantenimiento de relaciones consulares no deseen que se deduzca ningún tipo de reconocimiento, máxime cuando pueden acudir, para evitar riesgos, al establecimiento de otras relaciones y órganos con estatuto y personal, de hecho, cuasi consulares. Tal cautela viene patrocinada por la CIJ, que en el dictamen, de 1971, sobre las Consecuencias jurídicas para los Estados de la presencia continua de África del Sur en Namibia (Sur-Oeste de África), no obstante la Resolución 276 (1970) del Consejo de Seguridad, se pronuncia en el sentido de que «conforme al deber de no reconocimiento impuesto por los párrafos 2 y 5 de la resolución 276 (1970), los Estados miembros deben […] además abstenerse de enviar agentes consulares a Namibia y llamar a aquellos que ya se encuentren allí. Ellos deben igualmente hacer ver a las autoridades sudafricanas que el mantenimiento de las relaciones diplomáticas o consulares con África del Sur no significa que reconozcan por ello su autoridad sobre Namibia». Este pasaje, aunque, en general, es considerado por la doctrina solamente en relación a obligaciones derivadas de la Carta de las Naciones Unidas, muestra, sin embargo, una preocupación y duda sobre el alcance que en la práctica de los Estados puede darse al establecimiento o mantenimiento de relaciones consulares, incluso sobre la base del derecho internacional general, como se refleja en la segunda parte del párrafo transcrito, no debiéndose, por tanto, descartar radicalmente que esa preocupación y duda, no sólo por las obligaciones derivadas de la Carta, moviese a la Corte a hacer tal manifestación.

			Los principales problemas sobre si el establecimiento o mantenimiento de relaciones consulares implica o no el reconocimiento de Estado o de gobierno de quienes entran en relación, giran en torno a la petición y concesión del exequatur, que, aunque se trate de una autorización in tuitu personae, no es de importancia menor, como manifiesta VERHOEVEN, porque la figura del cónsul encarna muy particularmente la propia institución consular y, además, porque significa no una simple aceptación de esa persona, sino la autorización, por el Estado de residencia, para que ella y el consulado que encarna puedan ejercer oficialmente sus funciones, de modo que sin exequatur —bien porque no se conceda o porque no se haya pedido— no se tratará estrictamente de un cónsul, sino tan sólo de una persona enviada para realizar de facto funciones de carácter consular, cuando así se le tolere y en la medida que le sea posible. Por ello, hay que considerar que la concesión del exequatur al representante consular de un Estado o gobierno no reconocido implica el reconocimiento de ese Estado o gobierno, y, al menos teóricamente, aunque la práctica no sea uniforme, la petición del exequatur presentada a un Estado no reconocido o no reconocido su gobierno, supondrá el reconocimiento de tal Estado o gobierno; es decir, los efectos jurídicos de la concesión del exequatur, en cuanto al reconocimiento, no pueden quedar invalidados por una declaración en el sentido de que tal concesión no implica reconocimiento, lo que, en palabras de ZOUREK, contrariamente a lo que piensa VERHOEVEN, «sería una verdadera imposibilidad jurídica»; en cambio, en el caso de petición del exequatur, parece que puede permitirse la validez de una declaración excluyendo el efecto del reconocimiento.

			Las diversas situaciones que pueden producirse entre relaciones consulares y reconocimiento, y su solución concreta, cabría sintetizarlas, siguiendo el análisis casuístico de El GANZORY, del siguiente modo:

			a) Establecimiento o restablecimiento de relaciones consulares. En el caso de ser el Estado receptor el no reconocido, la práctica no es unánime, puede implicar o no reconocimiento y habrá que estar a la intención de las partes; pero puede decirse, en principio, que la petición del exequatur implica el reconocimiento, lo que no ocurrirá si no hay tal petición, aunque mejor será hacer una manifestación de no reconocimiento, para evitar que el establecimiento de relaciones pueda considerarse como un reconocimiento implícito; en definitiva, habrá que analizar cada caso. En el caso de ser el Estado enviante el no reconocido, habrá también que analizar caso a caso, pero, en principio, puede mantenerse que la concesión del exequatur implicará el reconocimiento, lo que no se producirá por la sola aceptación de las cartas patentes.

			b) Continuación de relaciones consulares. En el caso de ser el Estado receptor el no reconocido, la permanencia de los cónsules en ese Estado depende del consentimiento de la nueva autoridad, pero ello sin desconocer, como advierte LEE, que el mantenimiento continuado de funcionarios consulares en un país bajo control de un gobierno no reconocido es, a la larga, fundamentalmente, incompatible con el propósito del Estado enviante de no reconocer. En el caso de ser el Estado enviante el no reconocido, el Estado de residencia deberá aclarar, para que así se considere, que la continuación de las relaciones consulares no significa reconocimiento.

			c) También cabría plantear la existencia o no de reconocimiento implícito sobre la base del ejercicio de algunas funciones consulares o de concretas manifestaciones de las mismas, como la legalización de firmas de determinadas autoridades del Estado o gobierno no reconocido, entre las que cabe destacar las de los titulares de los órganos centrales de las relaciones exteriores.

			
D. EL ACUERDO RECÍPROCO


			Con claras conexiones con determinados aspectos del reconocimiento, se necesita, en fin, un acuerdo recíproco, como último presupuesto jurídico, para establecer relaciones diplomáticas o consulares. Lógicamente la celebración de tal acuerdo supone que los sujetos que lo concluyen gozan de capacidad para asumir derechos y obligaciones jurídico-internacionales, es decir, que gozan del llamado ius contrahendi.

			La necesidad de acuerdo viene dada por la no obligatoriedad del establecimiento de relaciones diplomáticas y consulares, o si se prefiere, esta necesidad de acuerdo, aunque se hayan dado casos de imposición, significa la no obligatoriedad de establecimiento de tales relaciones.

			Los artículos 2 de los Convenios de Viena de 1961 y 1963, disponen que el Establecimiento de las relaciones diplomáticas y consulares, que respectivamente regulan, ha de hacerse por «consentimiento mutuo»; asimismo, sólo por acuerdo pueden enviarse misiones diplomáticas permanentes (art. 2 Convenio de 1961) u oficinas consulares (art. 4.1 Convenio de 1963). Queda así de manifiesto la distinción entre el establecimiento de relaciones y el envío de los órganos pertinentes; son dos situaciones jurídicas diferentes que, aunque generalmente se presentan entrelazadas, no se pueden confundir ni se deriva obligatoriedad alguna de la segunda respecto de la primera, por lo que, en principio se necesitarán dos acuerdos específicos; ocurre, por tanto, lo mismo que entre el reconocimiento y el establecimiento de relaciones diplomáticas o consulares, entendidas estas últimas en un sentido estricto; es decir, si bien nada impide un reconocimiento sin establecimiento de relaciones diplomáticas o consulares, ni que este establecimiento no sea seguido del envío de los correspondientes órganos permanentes, sin embargo, así como, en general, se procede a reconocer cuando se pretende establecer tales relaciones, éstas, también en general, cuando se establecen es para enviar los órganos diplomáticos y consulares oportunos.

			Ahora bien, si las relaciones diplomáticas pueden mantenerse a través de misiones no-permanentes, aunque la vida internacional actual hace que el establecimiento recíproco de una misión permanente sea —como observa la CDI en el comentario al artículo 2 del Proyecto definitivo de artículos sobre relaciones diplomáticas— «la forma más perfecta de mantener relaciones diplomáticas entre dos Estados […]», en cambio, las relaciones consulares no es posible que se lleven a cabo, más que por medio de órganos permanentes, es decir, a través del establecimiento de oficinas consulares o con la creación de una sección consular en la misión diplomática del Estado acreditante —posibilitada por el artículo 3.2 del Convenio de Viena de 1961 al atribuir a la misión el ejercicio de funciones consulares— que, aunque en ningún caso es una oficina consular, estricta y técnicamente hablando, presupone o significará la existencia de relaciones consulares; en definitiva, cabe decir que con el establecimiento de órganos permanentes las relaciones diplomáticas y consulares se hacen perfectas y efectivas. Por otra parte, hay que señalar que el consentimiento mutuo para el establecimiento de tales órganos permanentes no tiene por qué implicar necesariamente una reciprocidad simétrica o material, si no es así específicamente acordado, de ahí que quepa el intercambio de misiones diplomáticas y oficinas consulares de distinta categoría o clase, o que no sean por una de las partes órganos residentes en el sujeto receptor, o que uno de ellos se haga representar por otro sujeto a través de la misión o una oficina consular de éste en el receptor; incluso cabe que ni siquiera haya en absoluto reciprocidad, es decir, que sólo una de las partes establezca, cualquiera que sea su carácter, esos órganos de relación en la otra. Todo ello no impide, sin embargo, que en las relaciones consulares los Estados puedan exigir el cumplimiento del llamado «principio de equivalencia consular», que supone una estricta paridad en el número de oficinas consulares que cada uno de ellos puede establecer en el otro.

			El consentimiento mutuo para el establecimiento de relaciones diplomáticas o consulares puede manifestarse en un acuerdo ad hoc, o bien en otros instrumentos de más amplio alcance, como acuerdos de relaciones generales, de paz y amistad, de reconocimiento, de comercio y navegación, etc., pero también se presumirá prestado tácitamente en un acuerdo de establecimiento de misiones diplomáticas u oficinas consulares. Del mismo modo, el consentimiento para establecer estos órganos puede ser ad hoc o estar incluido en disposiciones más o menos pormenorizadas en los acuerdos sobre establecimiento de las relaciones diplomáticas o consulares, o en acuerdos más amplios, como los que se acaban de indicar, pero también puede resultar tácitamente prestado por el comportamiento del Estado enviante y el del receptor, como puede ser a través de la comunicación por un Estado de su intención de enviar los órganos propios para unas u otras relaciones y la aceptación por parte del receptor.

			Específicamente, respecto a las relaciones consulares, éstas se presumen establecidas, salvo indicación en contrario, por el consentimiento para establecer relaciones diplomáticas, conforme con lo dispuesto en el artículo 2.2 del Convenio de Viena de 1963; no se trata, en opinión de MARESCA, de una presunción iuris et de iure ni iuris tantum sino de una presunción «simple», puesto que esa «indicación» no significa prueba en contrario basta con que, al establecer las relaciones diplomáticas, se manifieste que no se entienden implícitas las consulares. La presunción supone, para la CDI, que «si uno de los Estados entre los que existen relaciones diplomáticas decide crear un consulado en el territorio del otro, no tiene necesidad de concertar un acuerdo sobre establecimiento de relaciones consulares como se prescribe en el párrafo 1 del artículo 2, sino únicamente un acuerdo relativo al establecimiento del consulado, como se prescribe en el artículo 4 […]»; esta aclaración, sin embargo, no parece muy convincente, toda vez que si ha de existir un acuerdo sobre la instalación de la oficina consular éste implicará ya el establecimiento de relaciones consulares. Se ha explicado la razón de ser de tal disposición en la tendencia actual de crear, en las capitales de los Estados, una sección consular en la misión diplomática, en lugar de un consulado y por la práctica de otros países de extender la actividad diplomática a funciones consulares y a encomendar a los cónsules funciones típicamente diplomáticas.

			Por otra parte, en cambio, el artículo 2.3 del mismo Convenio de 1963 establece que la ruptura de relaciones diplomáticas no entrañará ipso facto la ruptura de relaciones consulares, norma que corresponde a la opinión generalmente aceptada y confirmada en la práctica por su utilidad para los Estados; por consiguiente, en caso de ruptura de relaciones diplomáticas, si no hay declaración entendiendo rotas las consulares, éstas se mantendrán lo que, aparte de la opinión generalizada y la práctica de los Estados, puede explicarse, como indica MARTÍNEZ MORCILLO, porque para la ruptura no se necesita en derecho internacional el mutuo consentimiento «ya que son actos sustancialmente unilaterales en cuanto a la decisión que los origina» y porque, cabe añadir, ningún Estado viene obligado a mantener, como a establecer, tales relaciones. El carácter diferente de ambas clases de relaciones se refleja no sólo en que las relaciones consulares pueden continuar tras la ruptura de las diplomáticas, sino en que también pueden establecerse entre Estados que no tienen relaciones diplomáticas y, desde luego, aunque no exista misión diplomática, como se desprende de los artículos 15.2 y 21 del Convenio de Viena de 1963, en cuyo caso las relaciones consulares son las únicas relaciones oficiales que mantienen con carácter permanente los dos Estados interesados. Igualmente, el restablecimiento de relaciones diplomáticas después de una grave crisis de las relaciones generales no implica automáticamente el restablecimiento de las relaciones consulares si éstas también hubiesen quedado rotas y, claro está, no se presuman, de nuevo, establecidas.

		

	
		
			II

			EL OBJETO DE REGULACIÓN DEL DERECHO DIPLOMÁTICO Y CONSULAR

		

	
		
			CAPÍTULO III

			
LA DIPLOMACIA (I)

			
I. ORIGEN Y EVOLUCIÓN DE LA DIPLOMACIA

			
A. LA DIPLOMACIA EN LA ANTIGÜEDAD Y EN LA EDAD MEDIA


			Salvo casos excepcionales, la diplomacia hasta el Renacimiento se presenta de forma ocasional, temporal y para asuntos concretos, bien para rendir homenaje o por cortesía, bien para resolver un problema determinado o para dar solución a un asunto de interés común o para negociar la paz, es decir, la diplomacia es, en este período de la Historia, ad hoc.

			Es común admitir que la diplomacia es, como observa REDSLOB, «tan antigua como los pueblos mismos», así se reconoce solemnemente en el preámbulo del Convenio de Viena de 1961 sobre Relaciones diplomáticas, cuyo párrafo primero, declara: «Teniendo presente que desde antiguos tiempos los pueblos de todas las naciones han reconocido el estatuto de los funcionarios diplomáticos». NUMELIN concretará que la diplomacia nace de la necesidad de los pueblos de relacionarse pacíficamente entre sí y no sólo para poner fin a una batalla —dadas las relaciones principalmente bélicas de los pueblos primitivos—, sino también para resolver «intereses recíprocos que presuponen un contacto y una colaboración entre los individuos y las sociedades […]», como son los asuntos relativos al reparto de aguas de un manantial o la alianza de dos grupos humanos frente a un tercero; en cualquier caso, señala NICOLSON, esas relaciones tenían lugar a través de emisarios que actuaban como representantes de la colectividad para negociar pacíficamente los asuntos que les afectaban, siendo considerados como personas sagradas, lo que significaba un trato especial consistente en ciertos privilegios e inmunidades, tales como la inviolabilidad, lo que suponía una gran concesión, toda vez que en las sociedades primitivas los extranjeros eran tenidos por peligrosos e impuros.

			La Antigüedad histórica ofrece ya una gran riqueza de ejemplos, desde el oriente asiático hasta los pueblos mediterráneos, que muestran el ejercicio y el valor de la diplomacia; en todo caso, cualquiera que sea el cometido de los enviados, se entiende que son representantes de sus pueblos en cuyo nombre actúan y por ello deben ser tratados con particular deferencia, castigándose con graves penas los atentados a sus personas. En Asia oriental y meridional ya desde el II milenio a. C. surgen intercambios diplomáticos entre China, Corea, Japón, Tíbet, la India, los países del Sudeste y el archipiélago malayo en el siglo III a. C. los embajadores chinos estaban obligados a presentar por escrito informes minuciosos sobre el cumplimiento de su misión y en el siglo i a. C. China recibía embajadores de los partos y trató de enviarlos al Imperio Romano. En la India el Artha-sastra de Cautilya —siglo III a. C.— en los diez libros dedicados a la política exterior, confiere un papel esencial a la diplomacia para conseguir un equilibrio pacífico entre los reyes, cuyo complemento natural es el espionaje interior y exterior y el Código de Manú, elaborado probablemente en el siglo i a. C. pero con materiales antiguos, dedica buena parte a la diplomacia y a los diplomáticos, basando el arte de la diplomacia en la capacidad de impedir la guerra y consolidar la paz.

			En el mundo mediterráneo tiene una especial importancia Egipto, que en tiempos de la VI dinastía (siglo XXV a. C.) llegó a entablar negociaciones con las tribus del país de Punt, y en el II milenio apareció en la corte egipcia una categoría especial de servidores que eran enviados como mensajeros a los pueblos asiáticos (asirios, hititas), a los que se refieren las Instrucciones de Ahtor y el Relato del egipcio Sinuhet; se conocía la práctica de las negociaciones diplomáticas previas a las acciones de guerra, y entre Egipto y otros países de Oriente llegó a establecerse un intercambio sistemático de embajadas. De este II milenio a. C. son dos de los más importantes documentos de la diplomacia del Antiguo Oriente: la correspondencia de Tell-el-Amarna constituida por cartas de los príncipes de Siria y Palestina al faraón de Egipto, y el famoso tratado entre el faraón Ramsés II y el rey hitita Hattusil III de fecha discutida: 1269 a. C., como se indica en la nota al tratado que se conserva en el Museo del Antiguo Oriente, en Estambul; 1278 a. C. según Jacques Pirenne en su Historia de la Civilización del Antiguo Egipto; y 1277 a. C. que es la que parece deducirse de la obra de Claire Lalouette Ramsés II; el tratado fue elaborado tras largas e importantes negociaciones después de la batalla de Qadesh (1294 a. C.), que tiene un amplio contenido y es, además, el más antiguo tratado que se conserva, aunque el más antiguo del que se tiene noticia sea el tratado de paz entre Eannato de la ciudad-estado mesopotámica de Lagash y los representantes de la también ciudad-estado mesopotámica de Umma, celebrado en torno al año 3100 a. C.

			Pero, con todo, en la Antigüedad son los griegos los que dan por primera vez a las relaciones diplomáticas una cierta estabilidad de forma, por su utilización frecuente, aun cuando no llegasen a existir misiones permanentes; sin embargo, la diplomacia griega se produce en un ámbito modesto al desarrollarse principalmente en las relaciones entre los pequeños estados o grupos de estados del mundo heleno y con sus vecinos inmediatos, y ello a pesar de que las consideraciones étnicas o el panhelenismo, como comúnmente se ha mantenido, no fueron ni el principal factor, ni significa más que una pequeña parte en la diplomacia griega.

			En algunos aspectos la diplomacia aparece como una reacción negativa y defensiva, más que como una actividad positivamente constructiva y altruista; la acción diplomática va por delante de la guerra, es decir, antes de acudir a la guerra se adoptan posiciones diplomáticas, tienen lugar peticiones y ofrecimientos y se promueve el arbitraje; sólo ante el fracaso se acudirá al ejército, pero, entonces, como una necesidad y con el sentimiento de una posición moralmente justa; las consideraciones ideológicas fueron claras en los fines y práctica de la diplomacia griega, pero fundamentalmente como pretexto y material para la propaganda.

			La acción diplomática se realiza en la Grecia clásica por comunicación directa oral, tanto en tiempos de guerra como de paz, cuando la ocasión así lo requería, y constantemente los asuntos diplomáticos figuraban en las agendas de los consejos y asambleas, que no solamente tomaban las decisiones políticas, sino que también nombraban a las personas que habían de dar curso a las decisiones tomadas.

			La asamblea pública era normalmente la institución soberana del estado y la responsable de la política exterior y de la diplomacia, los nombramientos de los enviados y las resoluciones sobre diplomacia solían ser previamente acordadas por un comité de cinco consejeros a modo de resolución preliminar; ante la asamblea, dada su condición de institución soberana y por sus funciones, actuaban los enviados extranjeros y daban cuenta de su misión los enviados propios.

			Los griegos utilizaban diversas palabras para denominar a quienes eran despachados con misiones diplomáticas; así, los heraldos (kerykes), los enviados (presbeis) y los mensajeros (angeloi), si bien la principal diferencia se daba entre los heraldos y los otros dos; los primeros estaban incardinados en la más vieja tradición social y religiosa, constituían una profesión que les daba un status específico y honorable en sociedad, tenían variedad de tareas y gozaban de cierta forma de inmunidad diplomática que no disfrutaban automáticamente los enviados en general; en cambio, el término angeloi de más amplio significado, podía utilizarse para denominar a los que realizaban funciones de presbeis, pero ninguna de las tres denominaciones estaba originalmente, ni principalmente, conectada a la diplomacia, eran, por tanto, en palabras de ADCOCK, amateurs.

			Los enviados, cuando visitaban un estado, normalmente tenían libertad para realizar contactos informales como complemento a su actuación en los consejos y asambleas políticas y eran elegidos según que el contenido de la misión fuese informar, proponer, negociar, etc.; el tamaño de las misiones variaba considerablemente no sólo de estado a estado, sino también de tiempo en tiempo, en cada estado y en función del cometido recibían sus instrucciones bien oralmente o por escrito y se les proveía de documentos de acreditación.

			Por último, en la medida en que puedan considerarse como formas cercanas a la moderna diplomacia parlamentaria, cabe referirse a las discusiones sobre asuntos comunes que tenían lugar en las asambleas de las ligas anfictiónicas.

			Roma, dada su condición hegemónica, no valora la diplomacia en el mismo grado que los griegos, prefiriendo la guerra para la solución de los conflictos, pero acepta, en general, el sistema de la diplomacia griega. La diplomacia es ejercida en Roma en los tiempos más antiguos por el colegio sacerdotal de los fetiales, a cuyo cargo estaba la custodia de los acuerdos internacionales y la ceremonia de declaración de la guerra y la conclusión de la paz, cometido que siguieron manteniendo hasta el último período del Imperio Romano en que la diplomacia es ejercida casi exclusivamente por los prelados de la Iglesia. En la República, al pasarse al Senado, por la Lex Gabinia, la dirección de los asuntos exteriores, éste es el encargado de enviar y recibir las misiones diplomáticas junto a los fetiales; aparecen entonces los oratores y los legati (si bien este término no es exclusivo de enviados diplomáticos), nombrados por el Senado, del que reciben la acreditación y las instrucciones y al que han de dar cuenta de su misión; entre estas dos clases no existe jerarquía y las misiones nunca son unipersonales, alcanzando hasta el número de diez, siendo, en todo caso, uno de sus miembros quien presidía la misión (princeps legationis).

			La caída del Imperio Romano de Occidente en poder de los «pueblos bárbaros» no va a significar una ruptura o desaparición del ejercicio de la diplomacia, sino que, al contrario, los reyes bárbaros asimilan las formas y usos diplomáticos del Imperio Romano; la diplomacia llega a ser instrumento común de esos reinos en las relaciones entre sí y en las relaciones con el Imperio Bizantino, y sus enviados reciben el nombre de nuntii, missi o legati; más aún, se debe a Casiodoro, bajo el reinado de Teodorico, la publicación, en el siglo VI, de las Variae en las que se recogen los usos y prácticas de la diplomacia romana y criterios para la elección de los enviados; también en el mismo siglo VI, es de interés para esta materia, la colección de cartas del Papa San Gregorio Magno.

			A lo largo de la Edad Media, en un continuo proceso de enriquecimiento y perfeccionamiento de la diplomacia que desembocará, junto a otros factores determinantes, en la diplomacia permanente, destacan la aportación de Bizancio, del Papado y, al final de la Edad Media, de Venecia y de los demás estados del norte de Italia. Por otra parte, entre los monarcas y príncipes germánicos va a aparecer, ya desde la segunda mitad del siglo VI y claramente a partir del siglo XI, la práctica de negociar personalmente o en su presencia, naciendo así la que hoy se llama diplomacia directa, aunque con precedentes en el siglo XIII a. C. en las relaciones entre egipcios e hititas.

			Bizancio, como los griegos, sigue recurriendo más a la diplomacia que a la guerra para mantener su situación preeminente y equilibrio con los vecinos poderosos, y en los siglos VIII y IX, como consecuencia de la formación del Imperio Romano-Germánico, despacha como enviados al Papa y a los nuevos emperadores francos, personas de distinto rango de su corte; las misiones están compuestas por dos o tres miembros pertenecientes a distintos estamentos, pero no existe una verdadera especialización de funciones diplomáticas, aunque a veces en razón de su experiencia se envíe a la misma persona en misiones del mismo orden. En el siglo x de los tres manuales compuestos por el emperador Constantino VII Porfirogéneta, De thematibus, De ceremoniis y De administrando imperio, los dos últimos se ocupan, entre otras, de materias relativas a la diplomacia, y en el siglo XIV, también se ocupará de ella, el tratado político del Pseudo-Kodinos. Aun cuando en Bizancio no existía la misión diplomática permanente, la representación diplomática se hallaba sumamente desarrollada; al embajador se le proveía de un documento imperial acreditativo (prokuratorikon) y, muchas veces, de instrucciones secretas con las exigencias máximas y mínimas dentro de las que se le concedían al embajador plenos poderes para negociar; entre estos documentos escritos, cuyo uso se va haciendo cada vez más frecuente en Occidente, sobre todo a partir del siglo XII, se llegan a distinguir claramente las cartas credenciales y los plenos poderes.

			El Papa utilizará enviados para tratar en el exterior asuntos eclesiásticos o políticos. Desde León I en el siglo VI, con la caída del Imperio Romano, hasta la primera mitad del VIII, los Papas mantienen permanentemente un enviado ante el Emperador bizantino, llamado apocrisiario, aunque el carácter diplomático del mismo sea discutible, toda vez que su razón de ser era la de asegurar la presencia papal, en cuanto autoridad espiritual, junto al Emperador, como también hacían los patriarcas de Alejandría, Antioquía y Jerusalén —hasta su caída en poder del Islam— y en reconocimiento de su condición de máxima autoridad temporal de la Cristiandad y protector de la Iglesia. Por otra parte, el Papa enviaba también representantes ad hoc ante el Emperador, los reyes y los Concilios, con las denominaciones, fundamentalmente, de legados y nuncios —que al final de la Edad Media llegan a acuñarse como propias de los enviados de la Santa Sede— con específico significado y rango: los legados para las más elevadas funciones, principalmente eclesiásticas, como representantes personales del Papa (particularmente los legati a latere) y los nuncios, de rango inferior con menores poderes y encargados de asuntos temporales y de menor importancia y más bien —hasta donde la distinción era posible— como representantes de la Santa Sede.

			En los reinos y demás entidades políticas que se van formando en Europa, también se conocen y utilizan las misiones diplomáticas, siempre con carácter temporal, pero sin la organización ni el desarrollo institucional del Imperio o del Papado. Los enviados son llamados legados y también, con un sentido genérico, nuncios, utilizándose, a partir del siglo XII, los términos embajador y orador, con significado de enviado diplomático, que se impondrán al final de la Edad Media como las denominaciones usuales de los representantes de los poderes civiles, equivalentes a las de legado y nuncio, más propias de la Santa Sede.

			Interesa aquí hacer una particular referencia a la figura de los procuradores, procuratores, enviados principalmente ante la curia romana durante los siglos XIII y XIV y en donde fundamentalmente se configura la institución; el procurador es un plenipotenciario, un representante jurídico, generalmente para asuntos personales del representado, pero no un representante diplomático en sentido estricto, por eso no es asimilable a los nuncios, entendidos genéricamente como enviados (embajadores, oradores, legados o nuncios en sentido estricto), éstos y los procuradores son dos oficios distintos, utilizados para diferentes fines que pueden o no coincidir en las mismas personas. El procurador actuaba y hablaba por sí en nombre de su principal, negociaba y concluía sin referencia al principal, pero carecía de carácter representativo simbólico; por el contrario, los nuncios hablaban por boca de quien les enviaba y le representaban simbólicamente en las ceremonias, pero no tenían poderes para negociar. Los simples procuradores por importantes que fuesen estaban siempre por debajo de los nuncios (enviados) y en algunas ocasiones no se les reconocía status diplomático alguno.

			Estos dos cometidos podían ser encomendados a una misma persona, cuando así se consideraba oportuno por el asunto a tratar, nombrándosele entonces a ésta nuncio y procurador, lo que, con la aparición de la diplomacia permanente se fue haciendo más frecuente, bajo las denominaciones de embajador y plenipotenciario, pero todavía entendidas como dos funciones distintas y que cada una había de ser otorgada expresamente para que su titular pudiese actuar en la doble calidad. Establecida en firme la diplomacia permanente, la condición de embajador, orador o nuncio implica la doble función de representación simbólica y capacidad para negociar, lo que no obsta para que aún en la actualidad, las denominaciones de embajador y plenipotenciario, se utilicen conjuntamente, aunque sea como fórmula de estilo en las cartas credenciales.

			
B. LA DIPLOMACIA EN LAS EDADES MODERNA Y CONTEMPORÁNEA


			El desarrollo de la diplomacia a lo largo de la Edad Media va a desembocar en la que se denominará diplomacia permanente, que se presenta como la más idónea para atender adecuadamente a las necesidades que impone una nueva configuración de la sociedad internacional y que significará un cambio de la mayor importancia en la evolución histórica de la diplomacia.

			A partir del último tercio del siglo XIV, aunque probablemente antes, y de un modo generalizado en la primera mitad del siglo XV, los estados y ciudades-estado del norte de Italia, recurren en sus relaciones recíprocas a la práctica de enviar representantes permanentes (embajadores continuos, oratores residentes), para defender mejor sus específicos intereses; desde entonces y ya sin interrupción se producirá su extensión paulatinamente al resto de Italia y de Europa. Esta diplomacia permanente no se puede confundir con aquellas misiones temporales que, por razón de su objeto y por la complejidad creciente de las relaciones internacionales, se prolongan durante largo tiempo, como era, también, frecuente en el mismo siglo XV, y ello porque las misiones permanentes se envían, a diferencia de la diplomacia ad hoc, para mantener relaciones continuas y abarcar, en principio, toda clase de asuntos existentes o que puedan surgir entre los entes que acuden a ella, y de ahí la necesidad de la permanencia. Pero no se trata, sin embargo, de una forma de diplomacia que irrumpe ex novo, bruscamente, sino que se va perfilando sobre una situación fáctica que se revela útil y, además, no carece de precedentes. En efecto, un rasgo común de las embajadas permanentes es que su establecimiento llega a partir de la existencia de representantes residentes no oficiales o semi-oficiales, pero reconocidos, por aquellos ante quienes tenían que actuar, como auténticos agentes de sus enviantes con capacidad para asegurar la comunicación constante entre enviante y receptor y la gestión de múltiples asuntos; asimismo proporcionaban al enviante información sobre la situación general en su lugar de residencia y las intenciones del gobernante, es decir, tales representantes ejercían unas funciones generales que iban a ser las propias de las misiones permanentes; estos agentes se transforman, en buen número de casos, en los primeros diplomáticos permanentes al conferírseles nombramiento de representantes oficiales, por eso, el comienzo de la diplomacia permanente surge de facto, ya que en los nombramientos no se concretan las características propias de la misma. Además, el envío de representantes diplomáticos con carácter permanente conoce precedentes, entre los que cabe destacar, principalmente, en consideración a su carácter oficial y a la generalidad de sus funciones, los sucesivos procuradores que a comienzos del siglo XIV Representaron en París a los reyes de Inglaterra y, sobre todo, aquellos procuradores permanentes ante la curia romana que ya en el siglo XIV, y claramente en la primera mitad del XV, llegan a asumir a la vez la condición de embajadores; unos y otros serían, así, los predecesores más inmediatos y directos de la nueva diplomacia permanente.

			Por otra parte, la aparición y desarrollo de la diplomacia permanente se produce en estrecha relación con el establecimiento y consolidación del Estado moderno, que hacen necesaria la figura del embajador residente como medio, cabría decir horizontal, para conseguir y asegurar su propia permanencia y estabilidad, pero también, y por ende, la de la nueva sociedad internacional una vez abandonadas al final de la Edad Media las ideas universales del Imperio y del Papado, que eran las que daban esa estabilidad y permanencia, de una forma vertical, a la sociedad medieval, y que ahora se tratan de mantener bajo el prisma superiorem non recognoscentes; tal necesidad de las embajadas permanentes es, ya en el siglo XIV, proclamada como urgente, por los más ardientes defensores del Estado nacional, como Philippe de Mézières. El hecho de que Italia o mejor los Estados del norte de Italia fuesen los primeros en acudir a la diplomacia permanente y desarrollarla, de modo que la institución puede considerarse italiana, se debe a que estos estados estimaron necesario mantener entre ellos una relación continua para mejor hacer frente al poder y expansión, a su costa, de los nuevos grandes Estados modernos o a que, como observa MATTINGLY, «sean cuales fueren las indicaciones, analogías y antecedentes que ofrecía la experiencia, su plasmación fue, básicamente, el arbitrio ideado como solución práctica para un problema concreto y urgente. Italia dio, la primera, con el sistema de organización de las relaciones entre los Estados que Europa entera adoptó después, porque Italia, al acercarse a su término la Edad Media, estaba transformándose ya en lo que andando el tiempo había de llegar a ser la Europa toda». En definitiva, la diplomacia permanente puede considerarse como un elemento más de la cultura renacentista o, cuando menos, una consecuencia inevitable de la misma; más concretamente WECKMANN dirá que «la nueva diplomacia era una consecuencia natural de los nuevos aspectos de la política, la cual, a su vez, estuvo determinada por la nueva concepción del Estado».

			Aunque esta diplomacia nada difiere, en sus notas esenciales, de épocas anteriores, en cuanto que sigue siendo el medio oficial formal de relacionarse dos colectividades o entes políticos autónomos o, ahora, soberanos, sin embargo la diplomacia permanente va a aportar, por la misma razón de su existencia, importantes elementos para el desarrollo de la diplomacia en general. Entre éstos cabe destacar la profesionalización de los representantes diplomáticos, debido a que la permanencia continuada en sus puestos en el exterior impone la sola dedicación a tal actividad y conduce a que estas personas sean las únicas disponibles para sucesivos destinos diplomáticos, lo que supondrá, si no la aparición de una carrera en el sentido administrativo —que no se establecerá, en su caso, hasta el momento de la burocratización del Estado—, sí la formación de una clase de personas particularmente cualificadas, como profesionales, para el desempeño de misiones permanentes; en segundo lugar, esta profesionalización va a conducir al progresivo alejamiento de los eclesiásticos de la diplomacia, haciéndose ésta laica, dando lugar al carácter secular propio de la diplomacia moderna; en tercer lugar, por lo que respecta a las funciones, las misiones permanentes van a asumir una función de información general sobre el Estado de residencia, que se considera como una de las más importantes, básica para la elaboración de la política exterior del Estado enviante, que llegará a convertirse en típica de la diplomacia permanente y, en la actualidad, quizá en la más específica o primordial, siendo, incluso, la razón de ser del mantenimiento o establecimiento de relaciones permanentes; en fin, como consecuencia de la generalidad de sus funciones y del largo período de su estancia en el puesto, los embajadores permanentes estarán provistos de amplios poderes discrecionales de modo que se encuentren, en principio, legitimados para actuar, en nombre del Estado que les acredita, en todos los diversos asuntos que se presenten.

			Aun cuando documentalmente parece corresponder a Milán el establecimiento de las primeras misiones diplomáticas permanentes en el sentido moderno, es a Venecia a quien se debe la configuración y la más completa organización de la nueva forma de diplomacia, sobre cuyo modelo se producirá su desarrollo en etapas posteriores, de ahí que Venecia sea considerada como «escuela y prueba de embajadores» y la diplomacia permanente —y aun la moderna diplomacia, en general— como creación veneciana; ello porque Venecia, debido a la importancia de su comercio con Levante, mantenía en la zona, desde siglos anteriores, diversas clases de agentes con carácter permanente, principalmente con el Imperio Bizantino, como el bailío, el podestá y también los propios cónsules, lo que la convirtió en especial conocedora de la diplomacia bizantina, que asimiló e hizo propia, siendo así su gran heredera.

			A partir de la paz de Lodi, en 1454, que pone fin a las guerras de la primera mitad del siglo XV entre los Estados italianos, la diplomacia permanente es ya utilizada por todos los Estados de la península, al considerársela instrumento adecuado para mantener una necesaria política de equilibrio.

			Aunque con precedentes en la primera mitad del siglo XV, esta diplomacia permanente —«la moda italiana», en palabras de Luis XI de Francia— se extiende fuera de la península itálica, ininterrumpida y progresivamente, desde 1460, siendo, al parecer, también, Milán la primera que la lleva allende los Alpes. Pero, además, pronto van a acudir a ella Estados extra-italianos para las relaciones entre sí; corresponde a Fernando II de Aragón el haber iniciado, hacia 1480, y hacer un uso más frecuente de la nueva diplomac3ia fuera del mundo italiano —sin duda por ser el monarca europeo mejor conocedor de su utilidad, debido a la vinculación aragonesa con los reinos de Sicilia y Nápoles—, de ahí que, tras el acceso al trono de Isabel I de Castilla y debido, también, al predominio español, fuese la monarquía hispánica la que más desarrolló la diplomacia de esa época, dándole una impronta española. La utilización de esta diplomacia va aceptándose paulatinamente a lo largo del siglo XVI y después de la paz de Vervins, en 1598, que pone fin a las guerras de religión del Renacimiento, su adopción se extiende rápidamente, sobre todo gracias al impulso dado por Francia, que ostenta ahora la supremacía europea y hace que la diplomacia —entre cuyos objetivos se introduce la consecución del llamado «interés nacional»—, se desarrolle y configure según el molde y esquemas franceses que se imponen y mantendrán, desde luego, hasta 1815. A partir de los Tratados de Westfalia, de 1648, la diplomacia permanente se hace general en Europa y se manifiesta ya como un instrumento eficaz e imprescindible para las relaciones entre los Estados.

			De nuevo la diplomacia permanente, como había ocurrido con su aparición en el norte de Italia —coincidente con la formación de los Estados soberanos—, sirve, tras la ruptura del mundo cristiano, para dar estabilidad y permanencia a la nueva sociedad internacional, ahora además heterogénea, al presentarse como el único medio, o el más adecuado, que hace posible, a falta del lazo religioso común, la comunicación entre Estados católicos y protestantes que la nueva situación exige para su necesario mantenimiento. De esta manera, las misiones permanentes ya no van a ser establecidas, principalmente, por razones de alianzas o de inconfesada, pero conocida, vigilancia recíproca, sino que su envío y recepción «viene a constituir —como dice MARESCA— un fenómeno inherente a la dignidad del Estado soberano», que se producirá por razones de diversa naturaleza, no sólo políticas, sino también económicas. Comienza así, verdaderamente, la moderna diplomacia, que se configura, como observa MATTINGLY, por la adaptación de las instituciones diplomáticas italianas, tras una elaboración continua, a las necesidades del nuevo sistema europeo, más amplio y complicado, al que servirían hasta que éste fue desarticulado al producirse una nueva ampliación del espacio político.

			Desde Westfalia o quizá, incluso, desde Vervins, se puede fijar, por tanto, el comienzo de la formación de la que se llamaría diplomacia tradicional o diplomacia clásica, cuyas técnicas y reglas se enraízan en la diplomacia permanente, que se impone ya claramente sobre la anterior diplomacia temporal, que, aunque sin desaparecer en ningún momento, pierde su importancia de primer orden para las relaciones bilaterales entre los Estados. Esta diplomacia clásica alcanzará su cenit y cristalización en 1815, y mantendrá su preeminencia hasta la primera guerra mundial.

			Las líneas generales de la evolución de la diplomacia, desde la aparición de la diplomacia permanente, pueden concretarse, siguiendo a MARESCA, de la siguiente forma:

			Durante los dos primeros siglos, XVI y XVII, la institución diplomática no está cristalizada en formas jurídicas definitivas, de tal manera que: a) El agente diplomático es todavía objeto de una difusa desconfianza, considerándose que es enviado para llevar a cabo acciones de espionaje más que funciones de cooperación internacional; de ahí que, para justificar la recepción de una misión permanente, se acuda con frecuencia a la ficción de que su envío significa un homenaje continuo del Estado enviante al receptor. b) El fundamento jurídico de la inmunidad diplomática está en el carácter del agente diplomático como representante personal de su soberano. c) No existen aún reglas seguras sobre precedencia entre los diversos representantes extranjeros, produciéndose frecuentes incidentes, a veces de importancia para las relaciones entre los Estados afectados, que se resuelven ad hoc. d) La misión diplomática no goza todavía de una organización estable, siendo los empleados personales del jefe de misión sus colaboradores. e) Tampoco existe una clara clasificación de las categorías de agentes diplomáticos, distinguiéndose, solamente, entre embajadores que están investidos de la más alta dignidad y representan a la persona del soberano; los «residentes», de rango menos elevado no dotados de carácter representativo; y los «agentes» en sentido estricto.

			Por otra parte, la misión diplomática permanente implica consecuencias de particular importancia en la figura del agente diplomático, en el nuevo modo de ser de las relaciones internacionales y en el desarrollo del derecho internacional. Así, el agente diplomático no es tan sólo el órgano para expresar la voluntad de su Estado y el negociador en las relaciones con otro Estado, sino que, también y sobre todo, es el observador permanente del propio Estado en la vida interna e internacional del Estado ante el cual está acreditado, función ésta que va a servir, en particular, para facilitar el recíproco conocimiento de los Estados y, por ello, para posibilitar la solución pacífica de las controversias entre ellos y para la cooperación internacional. En segundo lugar, la necesidad de asegurar el eficaz funcionamiento de la misión diplomática permanente estimula la formación progresiva de un conjunto de instituciones jurídicas, como son: el procedimiento para el nombramiento de los agentes; los tratos especiales a las personas y bienes de la misión; el ceremonial para el comienzo, actuación y fin de las funciones de los miembros de la misión. En tercer lugar, en torno a la figura del agente diplomático permanente se va a desarrollar abundante doctrina internacionalista que servirá para sustentar la regulación de la institución diplomática en el derecho internacional, abandonándose su apoyo, insuficiente, sobre el derecho romano.

			Como manifestación de este proceso de desarrollo, cabe señalar que, en Francia, se crea por Colbert de Torcy, en 1712, la Academia Política, como escuela para los diplomáticos.

			Sin solución de continuidad con los siglos anteriores, a lo largo del siglo XVIII se va a ir completando y fijando, tanto por la práctica, como por la doctrina, la forma de ser de la diplomacia clásica, emergiendo un derecho diplomático, que, como ya se ha señalado, alcanza su cristalización en el Congreso de Viena de 1815, en el que se aprobará el Reglamento sobre los agentes diplomáticos, y que servirá de base y punto de referencia para el desarrollo posterior de la diplomacia y del derecho diplomático, hasta la codificación de 1961.

			Tras ese proceso evolutivo, la diplomacia presenta los siguientes rasgos:

			a) Los diplomáticos son representantes de un Estado y no del soberano, aunque a los jefes de la misión se les siga denominando embajadores de Su Majestad, ya que incluso en las monarquías absolutas el rey encarna cada vez menos al Estado.

			b) Estos diplomáticos forman parte de la Administración del Estado y pertenecen a un mismo cuerpo social, con una educación similar, una misma experiencia profesional e incluso con objetivos comunes.

			c) Las negociaciones se desarrollan de un modo continuo entre los gobiernos a través, casi exclusivamente, de los diplomáticos, en cuya función gozan de gran independencia y actúan de manera reservada, confidencial o secreta; es una diplomacia de gabinete, alejada de las presiones de la opinión pública, al tener ésta, todavía, una importancia restringida a la política interna; se llega así a unos acuerdos negociados con la lentitud precisa para favorecer la maduración de las soluciones, y de aquí la moderación de los objetivos.

			d) Aun cuando en las negociaciones se busque el interés nacional, se tiene en cuenta el interés general representado tanto por el equilibrio político entre la oligarquía de las grandes potencias europeas, como por el mantenimiento de un orden jerárquico.

			e) La actividad de espionaje e incluso de subversión que todavía se ejercía en el siglo XVIII, tiende a desaparecer, reduciéndose a sus estrictos términos la función de observación e información, con el objeto, ya señalado, de dar a conocer al Estado acreditante la situación general del Estado receptor y sirva de elemento para la formulación de la política exterior de aquél.

			Debido a estos rasgos, la diplomacia en este período va a tener una gran influencia en la política exterior de los Estados y, por ende, en la forma de ser de la sociedad internacional, toda vez que el mundo cerrado y homogéneo de los diplomáticos, únicos conocedores de las técnicas y de las posibilidades de una negociación, no admiten intromisiones de «gentes extrañas» y, por tanto, condicionan las metas deseadas por sus Estados, mediatizándolas en lo que ellos, gracias a su capacidad de control, consideren oportuno alcanzar; es así esta época de la diplomacia clásica o tradicional, la «Edad de Oro» de los diplomáticos.

			El «Reglamento de categorías entre los agentes diplomáticos», aprobado en el Congreso de Viena el 19 de marzo de 1815, además de su significado como muestra del grado de desarrollo y cristalización del derecho diplomático, presenta también un interés específico en la actualidad, en cuanto se pueda considerar como la primera manifestación codificadora, si bien parcial, de tal derecho. En sus siete artículos se trata de resolver los problemas de precedencia entre los agentes diplomáticos para poner fin a los frecuentes incidentes que al respecto se venían produciendo; se establece, para ello, tres clases de «empleados diplomáticos», a saber: 1.a) los embajadores, legados o nuncios; 2.a) los enviados, ministros u otros acreditados ante los soberanos; 3.a) los encargados de negocios, acreditados ante los ministros de negocios extranjeros (art. 1.2) (en 1818, en el Congreso de Aquisgrán, se añadiría, entre la 2.a y 3.ª clase, la de ministro residente, que caería en desuso a finales del siglo XIX); de ellos sólo los primeros tenían carácter representativo (art. 2); los diplomáticos en misión extraordinaria no tienen en tal concepto mayor categoría (art. 3); el orden de precedencia se determinará de conformidad con la fecha del aviso oficial de la llegada del agente diplomático, sin que afecte a la precedencia que le pueda corresponder al representante del Papa (art. 4); los lazos de parentesco o de alianzas de familia entre las Cortes, así como las alianzas políticas no darán más categoría a sus diplomáticos (art. 6); en los instrumentos o tratados entre varias potencias, siempre que acepten la alternancia, el sorteo entre los ministros decidirá el orden que ha de seguirse en las firmas (art. 7); cada Estado establecerá un sistema uniforme para la recepción de los diplomáticos de cada clase (art. 5).

			El comienzo de una nueva etapa en la evolución de la diplomacia puede fijarse en 1919, terminada la Primera Guerra Mundial y con la creación de la Sociedad de Naciones. Influyen en esta evolución la importancia que adquiere la opinión pública; el desarrollo del fenómeno organizativo internacional; el progreso científico, sobre todo en lo que se refiere a la rapidez de las comunicaciones; la extensión de la negociación diplomática a muy diversos campos de las relaciones internacionales, que exigen particulares conocimientos técnicos, por lo que es necesario que participen en la negociación expertos en la materia concreta que se trate; y la propia evolución del derecho internacional. Estos factores van a suponer no sólo un proceso de perfeccionamiento y adaptación de la diplomacia a los nuevos tiempos y sus exigencias, sino, también y sobre todo, la aparición de nuevas formas de diplomacia (como la diplomacia parlamentaria) y el desarrollo y utilización intensa de otras formas ya conocidas históricamente (así, la diplomacia de conferencia, la diplomacia especial, la diplomacia directa y la diplomacia itinerante); ello implica la modificación de la diplomacia clásica y acaba con el carácter cuasi exclusivo que la diplomacia permanente tiene en la etapa anterior, la cual, aunque manteniendo una utilidad básica, cede, en determinados ámbitos de su actividad el protagonismo a las nuevas formas. Ahora bien, aunque se tome la fecha de 1919, por coincidir con el inicio de una nueva época en las relaciones internacionales y en la ordenación de la sociedad internacional, en realidad, parte de los factores que inciden en la evolución de esta etapa de la diplomacia comienzan a manifestarse, si bien no sea de forma decisiva, en el siglo XIX y aun a finales del XVIII.

			En buena medida, el nuevo carácter de la diplomacia se debe a que el establecimiento de los sistemas democráticos exige y conlleva la necesidad del control público sobre toda la actividad del Estado; sin embargo, la incidencia de tal control sobre la diplomacia no coincide con el orto de la aparición de tales sistemas, o no se produce desde entonces de manera real e ininterrumpida, porque, como diría GOGORDAN, «a un Estado ya no le es posible modificar las condiciones y las reglas de la diplomacia, del mismo modo que él sólo no podría cambiar las costumbres que constituyen el derecho de gentes. Necesariamente, es preciso tener en cuenta a los otros países». Así, la diplomacia de los Estados Unidos de América, si bien de iure sometida al control democrático, éste no alcanzaría, hasta bien asentada la independencia, a la actividad y personalidad de sus principales diplomáticos; y la diplomacia de la Revolución francesa o si se quiere su ideología antidiplomática, decaía en 1795 volviéndose a los modos tradicionales. La influencia del control público comenzará a ser reconocida en el segundo cuarto del siglo XIX, pudiéndose individualizar en la declaración hecha por George CANNING (en 1826) proclamando que la opinión pública era «el poder más tremendo que quizá haya sido jamás puesto en acción en la historia del género humano»; en cualquier caso, el proceso hacia la llamada diplomacia democrática se afirma progresivamente a partir de la Primera Guerra Mundial, bajo el símbolo de la declaración «wilsoniana» de los «Catorce Puntos», de enero de 1918, en cuyo Punto Primero se pronuncia por la diplomacia pública o abierta, ya que después de los tratados de paz, que deberían ser concluidos abiertamente, «no habrá más acuerdos internacionales privados, cualquiera que sea su naturaleza, sino que la diplomacia procederá siempre franca y públicamente». Es bien sabido que la fuerza de los hechos, a través de la práctica más inmediata a tal declaración, como fue la negociación de la paz en Versalles, limitó las pretensiones de publicidad a los resultados de la negociación, es decir, a los acuerdos obtenidos, manteniendo en secreto su concertación, o sea, su negociación que, precisamente, en este caso concreto más se trató de una elaboración unilateral e imposición que de negociación propiamente dicha. En efecto, el control de la actividad ad extra de un Estado, ejercido en una sociedad democrática por la opinión pública, particularmente por el parlamento, aunque pueda ser un control de la iniciativa (control previo), es, fundamentalmente, un control sobre los resultados de la acción exterior, por tanto, en cualquier caso, un control de la política exterior, pero no de la negociación en cuanto tal, es decir, de la diplomacia como uno de los medios de ejecutar tal política. Por consiguiente, el «nuevo» carácter de la diplomacia democrática no es tal más que en la medida en que, en la negociación diplomática, se deba procurar obtener unos resultados que puedan ser aceptados por el control público que constitucionalmente se ejerce sobre la actividad del Estado, teniendo en cuenta, precisamente, la posición al respecto de la opinión pública nacional o internacional.

			La negociación pública sólo tendrá lugar en los órganos, principalmente plenarios, de las organizaciones internacionales —diplomacia parlamentaria— y en las sesiones plenarias de las conferencias diplomáticas —diplomacia de conferencia—. Formas ambas de diplomacia que irán desarrollándose y haciéndose cada vez más frecuentes desde la Primera Guerra Mundial y que, aunque consideradas como «nuevas formas» de diplomacia, por esas últimas razones de desarrollo e intensificación, ya son conocidas de siglos anteriores; así, respecto a las organizaciones, las uniones administrativas o las comisiones fluviales del Rin y del Danubio, e incluso el remoto precedente de las anfictionías griegas; y respecto a las conferencias, los grandes congresos de los siglos XVII, XVIII y XIX y las conferencias de este último siglo. Sin embargo, la publicidad de la negociación, que en estas formas de diplomacia tiene lugar a través del debate, queda en la práctica sustancialmente limitada, ya que los resultados más positivos y concretos suelen alcanzarse mediante negociaciones secretas o confidenciales paralelas, de ámbito reducido o muy reducido, entre las distintas delegaciones o delegados individuales de los Estados en la conferencia o en los órganos de la organización, o a través de negociaciones en reuniones de expertos o en reuniones de comisiones, e incluso, en el seno de las organizaciones internacionales, a través de la llamada diplomacia discreta (quiet diplomacy) llevada a cabo por el principal órgano individual administrativo o político-administrativo (secretario general, director general, etc.) con los representantes de los Estados miembros, y aun por medio de conversaciones informales —por tanto sin carácter diplomático— entre los representantes de los Estados. Y ello es así porque, como diría Dag HAMMARSKJÖLD, «una larga experiencia ha demostrado que la negociación en público por sí sola no da resultado […]; se necesita aplicar los principios y los métodos de la diplomacia tradicional más ampliamente, al lado de los procedimientos públicos». La duda, siempre latente, sobre la forma de ser y el alcance de la diplomacia pública, queda significativamente reflejada en la observación que hacía, en 1978, K. WIMMEL al señalar que el problema eje del valor y la importancia de la diplomacia pública es el de determinar si es útil, para servir a la causa de la paz mundial, comunicar no sólo con los gobiernos, sino también con los pueblos, es decir, si es preferible informar más que persuadir.

			En fin, la realidad del secreto en las negociaciones diplomáticas de cualquier ámbito ha llevado a PANIKKAR a decir que «La negociación es esencialmente un método secreto: nada es más desastroso para ello que una publicidad mal considerada y prácticamente toda publicidad está mal concebida cuando las negociaciones están teniendo lugar»; en efecto, la naturaleza confidencial de la diplomacia es y ha sido universal, en todo tiempo y lugar y, desde luego, en la práctica, los gobiernos consideran que, al menos, es necesario el secreto en determinadas áreas de cada negociación, debiéndose decidir cuáles y en qué momento podrán hacerse públicas y cuáles han de mantenerse confidenciales. Así, de hecho, ya que no en pura teoría, se puede aun decir con D. KELLY que «diplomacia pública» es una contradictio in terminis.

			
C. LA SITUACIÓN ACTUAL


			La diplomacia en el momento presente muestra la utilización constante y simultánea de una diversidad de formas, atendiendo a la mayor idoneidad de cada una de ellas según el objetivo a alcanzar y las circunstancias concretas en que se haya de actuar, produciéndose una continuidad y flexibilidad de amplio espectro en la actividad diplomática.

			Esta situación viene dada, e incluso impuesta, por la necesidad de adaptación de los modos de relación oficial formal de los Estados a la realidad de la vida internacional, que, en general, responde a los mismos factores —pero con mayor repercusión— que hacen surgir la etapa de la evolución de la diplomacia, que comienza en 1919, destacándose, ahora, la proliferación de las organizaciones internacionales, así como, con un carácter sustancialmente influyente en el desarrollo de la diplomacia, la aparición de las armas nucleares con el riesgo de una confrontación atómica y la decisiva incidencia de los aspectos económicos, de la preservación del medio ambiente y de la garantía y protección de los derechos humanos en la estabilidad mundial y, claro está, el modo de ser de las relaciones internacionales en este llamado mundo globalizado; factores que exigen una relación diplomática, ininterrumpida, a distintos niveles, tanto en el orden bilateral como en el multilateral. La utilidad y utilización de la diplomacia resulta hoy día, también, particularmente potenciada debido a la necesidad de estimular los esfuerzos negociadores, de todo orden y ámbito, para establecer la paz y conseguir limitar los efectos de los numerosos conflictos armados existentes, tratando de llegar a una armonización pacífica de los intereses contrapuestos, y para consolidar la paz evitando el surgimiento de tales conflictos por medio de una atenta diplomacia preventiva, definida por BOUTROS-GALI como una actuación a través de una diversidad de acciones —si bien no todas de carácter o estrictamente diplomáticas— que modifiquen la situación de riesgo existente, actuando sobre los factores origen de la misma. De este modo, como observa WATSON, la diplomacia pueda ser, en ausencia de un gobierno superior a los Estados, el medio a través del cual la sociedad internacional dirija sus asuntos.

			La actividad diplomática tiene lugar respecto a toda clase de materias y se despliega de una manera incesante y simultánea, si se quiere, en expresión de WATSON, «omnilateral», debido a la necesaria interdependencia de los Estados, a la existencia de problemas globales que exigen soluciones globales y a la repercusión mundial de buen número de acontecimientos de diverso orden, cualquiera que sea el lugar donde se originen. Así, en efecto, se actúa por medio de las diferentes formas de diplomacia ad hoc, como son, por una parte, respecto al ámbito bilateral, la diplomacia directa (sobre todo por los ministros de relaciones exteriores) y las misiones especiales, o ambas en la forma específica de diplomacia itinerante —particularmente la primera—; y, por otra, en el ámbito multilateral, la diplomacia de conferencia y la diplomacia parlamentaria en las organizaciones internacionales. La diplomacia permanente sigue manteniendo su valor y ampliando su red, pues, aunque haya perdido protagonismo al quedar mermados ciertos aspectos de sus funciones, como en el campo de la negociación de tratados, ha ganado importancia para el ejercicio de la función de observación e información y se hace particularmente útil para que, a través de su acertada gestión, la acción de las otras formas de diplomacia se produzca en el momento más oportuno y con la máxima eficacia, lo que viene a convertirla en la diplomacia básica; ello aun sin desconocer que buen número de Estados, particularmente los nacidos tras el proceso descolonizador, debido a la escasez de medios personales y materiales, utilizan su representación permanente ante las Naciones Unidas para llevar a cabo gestiones sobre asuntos bilaterales, principalmente con las misiones de aquellos Estados en los que no tienen establecida una misión residente o, tan sólo, una representación en acreditación múltiple. En el caso de organizaciones de integración, como en particular en la Unión Europea, hay que mencionar la llamada «diplomacia grupal», que consiste en la actuación diplomática conjunta o coordinada de las representaciones diplomáticas de los Estados miembros en terceros Estados, respecto a los asuntos de interés común, bajo la dirección del jefe de la misión del Estado que ejerce la Presidencia o del que se designe si no hay representación de este Estado. En todo caso, desde el 1 de enero de 2011 en que se pone en funcionamiento el Servicio Europeo de Acción Exterior, cuyo establecimiento, organización y funcionamiento se realizan por Decisión del Consejo de 26 de julio de 2010 (DOUE de 3 de agosto de 2010), en aquellos terceros Estados en los que se establezca una delegación de la Unión esta colaborará estrechamente con las representaciones de los Estados miembros establecidas ante tales Estados y será la que coordine las acciones conjuntas en ejecución de políticas de la Unión; además apoyará —cuando así lo soliciten— a las representaciones de los Estados miembros en sus relaciones diplomáticas y en su función de prestación de protección consular a los ciudadanos de la Unión en países terceros (art. 5.9 y 10 de la Decisión); de la diplomacia que ha de desarrollar este Servicio Europeo de Acción Exterior, se dice que es una diplomacia común, integral, comunitaria e intergubernamental, diplomacia compatible, diplomacia que incluye todos los ámbitos materiales de la PESC y, en fin, diplomacia dinámica, progresiva y expansiva.

			Por otra parte, en la actualidad, como en todo tiempo, también se producen críticas, de diverso contenido y alcance a la diplomacia que, según WATSON, pueden encuadrarse en tres grupos: en primer lugar, aquéllas relativas a lo inadecuado de las instituciones y métodos diplomáticos, desde 1914, por su incapacidad para prevenir conflictos armados; en segundo lugar, las referentes al secreto, especialmente de la diplomacia bilateral tradicional, que, dicen, hace a la misma peligrosa, enmarañada e inmoral; en tercer lugar, las que señalan lo obsoleto de ciertas instituciones de la diplomacia moderna, como son, sobre todo, los diplomáticos profesionales y la diplomacia permanente, en la época del desarrollo tecnológico.

			Particularmente, respecto a las misiones permanentes —objeto de la generalidad de las críticas— se plantea bien su mantenimiento, bien su reforma. Así, hay quienes abogan por el establecimiento de misiones permanentes sólo en aquellos Estados con los que existen relaciones estrechas y pertenecen a un mismo ámbito político y social; otros, por el contrario, defienden que donde se deben establecer es, precisamente, en Estados con estructuras políticas y sociales diferentes y distintos planteamientos y objetivos internacionales, porque con los Estados homólogos existen muy diversos medios institucionalizados de relación directa entre los gobiernos; por último, en cuanto a la reforma de estas misiones, se produce, a su vez, una divergencia entre los criterios que proponen los profesionales del servicio exterior y los puntos de vista de los políticos y del electorado; éstos prefieren una misión más política e ideológica que técnica, y más atenta a la opinión pública.

			Las críticas a la diplomacia multilateral se presentan en dos campos, de un lado, a favor de la plena utilización de todas sus formas actuales y pasadas y, de otro, como crítica a aspectos específicos de la diplomacia contemporánea «omnilateral», como la que se lleva a cabo en las Naciones Unidas.

			Pero, en realidad, las críticas que se hacen a la diplomacia contemporánea, bilateral y multilateral, a pesar de los términos empleados, no se refieren, en el fondo, a su sustitución o desaparición, sino al perfeccionamiento de sus técnicas generales y a sus formas de manifestación, pues de ningún modo se pone en duda la necesidad de una relación oficial y formal entre los sujetos de derecho internacional, como medio para resolver, o tratar de resolver, tanto los asuntos de interés particular como los que afectan a la sociedad internacional en su conjunto e incluso a la humanidad; y esto es la diplomacia, cualquiera que sea el nombre que se le dé.
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